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orden cedió de su rigor por medio de otra de fecha 20 de Marzo de 
1865, que dice: 

« t a Reina (Q. D. G.) ha tenido á bien declarar que, cuando por razones 
atendibles importe señalar á las plazas de arquitectos municipales mayor 
sueldo que el de los tipos fijados en la Real orden de 10 de Abril de 1860, 
deberá solicitarse la oportuna autorización de esta superioridad, expresando 
las causas y el aumento que corresponda.» 

Es evidente que estas pocas disposiciones no constituyen una 
verdadera organización, mas el cimiento estaba echado y era de 
esperar que, siguiendo igual marcha, se hubiera aquella obtenido 
en beneficio de los funcionarios dependientes de la misma, así co­
mo de los asuntos á éstos encomendados. Mas la supresión de la 
clase de arquitectos provinciales creada por real decreto de 1 d e 
Diciembre de 1858, llevada á cabo por el de la Regencia de 18 de 
Setiembre de 1869, acabó con aquel principio de organización y 
volvió á dejar á los arquitectos municipales á merced del Ayunta­
miento que los nombra. En el nuevo decreto citado, ó sea el de 18 
de Setiembre de 1869, se copian para lo que se refiere á arquitec­
tos municipales los artículos 5.° y 8.° del de 1.° de Diciembre de 
1858, y se establece además lo que sigue y también á los mismos 
comprende: 

«ART. 7.» Los Arquitectos de la provincia y los municipales podrán diri­
gir obras particulares con autorización de las corporaciones de que de­
pendan.» 

«ART. 11. Los Arquitectos de provincia y municipales serán nombrados 
por las diputaciones y ayuntamientos, anunciándose siempre las vacantes 
con un mes de anticipación en la Gaceta de Madrid y Boletin oficial de la pro­
vincia, á fin de que puedan solicitarlas cuantos lo estimen conveniente. De 
cada nombramiento se dará cuenta al gobernador y és te lo pondrá en cono­
cimiento del Gobierno.» 

El servicio de obras municipales se hace, pues, con indepen­
dencia por los arquitectos que nombran los ayuntamientos, con 
las solas restricciones de haber de pertenecer á esta clase los facul­
tativos que elijan y haber de mediar concurso y conocimiento al 
Gobernador de la persona nombrada. Creemos que si se estudia á 
fondo la cuestión, no puede menos de reconocerse la necesidad de 
mayores garantías, que al paso que aseguraran á los arquitectos la 
inamovilidad en sus destinos y la independencia en sus acciones, 
les hicieran funcionar dentro de un organismo general, en que 
tuvieran también cabida todos los demás empleados y corporacio­
nes facultativas que en las diferentes esferas de la administración 
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pública prestan sus servicios en el ramo de Policía urbana y edi­
ficios. 

Por lo que hace á este servicio en poblaciones de escasa impor­
tancia que carecen de arquitecto municipal, si bien parece aten­
dido al recordar que el decreto de 48 de Setiembre de 1869 faculta 
á autoridades y corporaciones para solicitar el auxilio oficial de los 
arquitectos de las Diputaciones, dudamos sin embargo, que dada 
la actual organización, sea este auxilio tan eficaz como lo era con 
la suprimida de los arquitectos provinciales y de distrito, y teme­
mos que el desorden, la arbitrariedad y el caciquismo vuelvan á 
imperar en los asuntos de Policía urbana que se debaten en los 
pueblos de corto vecindario. 

C A P I T U L O X I I I . 

Juntas provinciales de obras públicas. 
-

Con el propósito de descentralizar la acción administrativa del 
Gobierno, de conformidad con la ley de Gobiernos de provincias 
de 25 de Setiembre de 4863, dictóse el Real decreto de 17 de Octu­
bre del propio año, por el cual se crearon las Juntas provinciales 
de obras públ icas , y cuyos artículos que al caso hacen son los 
siguientes : 

« ART. 9.° En cada una de las capitales de provincia habrá una Junta de 
Obras públicas compuesta del Gobernador, Presidente, de dos Diputados y 
un Consejero provinciales, del Alcalde, del Ingeniero Jefe de la provincia, del 
Arquitecto provincial, de los Ingenieros del Cuerpo de Caminos, Canales y 
Puertos que ejerzan su cargo en ella, de los Arquitectos de distrito, de un 
Director de Caminos vecinales y del Jefe de la Sección de Fomento, que hará 
las veces de Secretario. Esta Junta será consultada sobre todos los proyectos 
de obras que se costeen con los fondos provinciales ó municipales.» 

« A R T . 10. Las Diputaciones provinciales formarán inmediatamente el 
plan general de los caminos de sus respectivas provincias, teniendo presen­
tes las necesidades de estas y sus relaciones con las inmediatas, combinán­
dolo con las carreteras comprendidas en el plan del Gobierno y con los ferro­
carriles concedidos y en proyecto.» 

« A R T . 11. Cuando sea necesario, las Diputaciones reclamarán por con­
ducto del Gobernador las noticias y datos que consideren convenientes para 
combinar el enlace con las carreteras y ferro-carriles existentes y en pro­
yecto.» 

« A R T . 12. El Gobernador publicará el plan en el «Boletín oficial,» desig­
nando los pueblos estrenaos é intermedios de la línea, y admitirá durante un 
mes las reclamaciones que sobre él hagan los Ayuntamientos, Corporaciones 
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Teniendo presentes las reclamaciones indicadas, y previo ip 

f X la Ju Ja'de Obra" públicas de la provincia, la Diputación podra mo-
forme u« «1***1..- —~ , 
dificar el plan, publicándolo nuevamente en el «Boletin oficial.» £ 

« A R T . 13. El Gobernador remitirá el plan á la aprobación del Ministerio 
de Fomento, al que elevará también con su informe las reclamaciones pre­
sentadas.» 

« A R T . 14. Aprobado por el Ministerio el plan de los caminos de cada pro­
vincia, las Diputaciones acordarán las obras que desde luego se hayan de 
llevar á cabo, consignando los fondos indispensables para su estudio y eje­
cución.» 

« A R T . 15. No se empezará obra alguna en los caminos provinciales, sin 
que previamente se haya formado el oportuno proyecto con arreglo á los for­
mularios que|circule la Dirección general de Obras públicas. El Gobierno, ó , 
el Gobernador, según los casos, aprobarán los proyectos, oyendo siempre á 
la Junta de Obras públicas de la provincia.—El Gobierno aprobará ¡--Prime­
ro. Cuando sea necesaria alguna espropiacion forzosa.—Segundo. Cuando el 
presupuesto ó coste total de la obra dentro de la provincia esceda de 500,000 
reales. Bajo ningún pretesto se consentirá la división en porciones de la obra 
proyectada, para los efectos indicados en el párrafo anterior. — Tercero. 
Cuando el dictamen facultativo de la Junta de Obras públicas de la provin­
cia sea contrario al proyecto. En los demás casos bastará la aprobación de 
los Gobernadores, después de oir á dicha Junta y ala Diputación provincial.» 

« A R T . 16. Aprobado el proyecto, y decidida por la Diputación la ejecución 
de una obra, los Gobernadores procederán á la subasta y adjudicación, con­
forme á lo dispuesto en los reglamentos vigentes.» 

« A R T . 17. Corresponde también á los Gobernadores aprobar las certifi­
caciones que espidan los facultativos encargados de inspeccionar las obras, 
disponiendo su pago en los plazos y requisitos que se determinen en las 
condiciones y reglamentos.» 

« A R T . 18. Quedan autorizados los Gobernadores para aprobar presupues­
tos adicionales, después de oir el dictamen de la Junta de Obras públicas de 
la provincia, siempre que con los primitivos no escedan juntos la cantidad 
fijada en el art. 15.» 

« A R T . 19. Quedan igualmente autorizados los Gobernadores para apro­
bar las liquidaciones y las actas de recepción provisional y definitiva de las 
obras cuyo coste no esceda de los citados 500,000 rs., oyendo previamente á 
la Junta de Obras públicas y á la Diputación provincial.» 

« A R T . 23. Las Diputaciones, luego que hayan formado el plan de los cami­
nos que deban costearse con fondos de las provincias, formarán también, 
oyendo á los Ayuntamientos, el de los caminos .vecinales que interesen á 
mas de un pueblo, designando los que deban concurrir á su construcción y 
conservación. Los Gobernadores publicarán el plan en el «Boletin oficial,» y 
lo aprobarán, después de oir las reclamaciones que les presenten durante 
un mes, y el dictamen de la Junta de Obras públicas de la provincia.» 

« A R T . 24. Aprobado dicho plan, deliberarán los Ayuntamientos y acor­
darán las obras que crean conveniente ejecutar en los caminos vecinales que 
interesen á uno ó mas pueblos. No podrá comenzarse obra alguna en estos 
caminos sin que se formalice el oportuno proyecto, con arreglo álos formu­
larios que circule la Dirección general de Obras públicas, y sin que obtenga 
la aprobación de quien Corresponda, según lo dispone el art. 15 de este de­
creto, oyendo siempre el dictamen de la Junta de Obras públicas de la pro­
vincia.» ' 

« A R T . 25. Quedan los Gobarnadores autorizados para mandar celebrar y 
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aprobar las subastas de obras de los caminos vecinales, siempre que no esce­
dan de los tipos fijados en los artículos anteriores, así como las liquidaciones 
y la recepción de las que se terminen, oyendo á la Junta de Obras.» 

« A R T . 26. Corresponde á los Alcaldes, asociados de los dos mayores con­
tribuyentes, aprobar los certificados de obras que expidan los Directores 
facultativos de las mismas, y disponer su pago en los plazos y con los requi­
sitos que se determinen en las condiciones y reglamentos. Las liquidaciones 
y certificaciones se ajustarán á los modelos que forme la Dirección general 
de Obras públicas.» 

« A R T . 28. Si las Diputaciones acuerdan ejecutar con fondos de la provin­
cia obras que no sean vías de comunicación, corresponderá á los Goberna­
dores mandar formar los proyectos y aprobarlos, oyendo previamente á la 
Diputación y ala Junta provincial de Obras públicas, cuando él coste de las 
obras no esceda de 500,000 rs. Para la formación de proyectos, modo de hacer 
el pago y liquidación, se observarán las formalidades que prescriban los 
reglamentos.» 

« A R T . 29. Cuando el presupuesto de las obras que se trate de ejecutar 
esceda en su totalidad de 500,000 rs., remitirán los Gobernadores todos los 
antecedentes al Ministerio de Fomento, si se refieren á edificios destinados 
á servicios que de él dependan, y en otro caso al de la Gobernación para la 
resolución oportuna.» 

Este decreto fué un grande y acertado paso hacia la descen­
tralización administrativa, produciendo saludables resultados su 
aplicación, toda vez que las Juntas provinciales de obras públicas 
reunían en su seno elementos facultativos de gran provecho, para 
que sus dictámenes fueran segura guia en que fundaban los Gober­
nadores sus resoluciones. 

Sin haber sido expresamente derogado dicho decreto, lo ha sido 
de hecho por la nueva ley provincial, así como por la 'supresión 
de algunos cargos, cuyos individuos formaban parte de las Juntas 
provinciales y por la nueva forma dada á otros. Una orden del 
Regente del Reino expedida por Fomento en 23 de Marzo de 1870 
confirma esto mismo y á este fin dice: 

« Creadas en virtud del art. 9 del decreto de 17 de Octubre de 1863 las Jun­
tas provinciales de Obras públicas como consultivas en los asuntos concer­
nientes á este ramo y de carácter provincial, es objeto de duda y de consulta 
de parte de la Junta de la provincia de Soria si dichas corporaciones tienen 
ahora existencia legal en mérito al decreto de 14 de Noviembre, expedido 
como base para la nueva legislación de Obras públicas en general, y ley ya, 
á que es forzoso subordinar cuanto con ellas se relaciona. Dable es, no obs­
tante, atribuir toda duda en el punto consultado, al cual ha de concretarse 
necesariamente esta resolución, más bien á motivos de alto respecto hacia 
la superioridad, que á falta de convencimiento en apreciarlo fiel y exacta­
mente, tan explícitas son las prescripciones de una y otra disposición, y 
tanto difieren entre sí los pensamientos á que ambas obedecen. — La primera 
extendía en cierto modo el círculo de acción de las Diputaciones provincia­
les, atribuyéndoles gestión más lata en todos los ramos de la Administración 
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provincial; pero daba en la relativa al enunciado tal intervención á los Gober­
nadores, que en muchos casos eran arbitros de actuar y decidir, dejando así 
reducida aquella acción á un límite dado, sin contar con el que además mar­
caba á las mismas Autoridades en asuntos de cierta entidad y que solo el 
Gobierno podia resolver. — La segunda, en cambio, consigna el principio de 
libertad de la provincia, y respondiendo á él, establece el de igualdad com­
pleta entre ella y los particulares para proyectar, construir ó explotar obras 
públicas bajo tales bases que, fuera de la autorización y el fallo que respecto 
de todas ellas y en determinados casos reserva al Ministerio de Fomento, no 
tiene éste otras funciones en materia de las construidas por las provincias 
que las de ejercer alta inspección y exigir responsabilidad cuando proceda 
para dejar á salvo los derechos é intereses del Estado y del particular, y 
confiando por lo demás toda acción en esta parte á la autonomía de la pro­
vincia, con lo cual ha desaparecido el círculo á que antes se veía limitada.— 
En su virtud, y anulando terminantemente la ley cuanto se le oponga, claro 
es que se entiende y debe considerarse por ella derogado el artículo motivo 
de la consulta, contrario abiertamente, por la obligación que imponía y el 
hecho que sentaba, al espíritu y letra de la propia disposición. Mas no por 
esto puede deducirse racionalmente que la ley prejuzga la cuestión de con­
veniencia ó inconveniencia de que existan Juntas provinciales de Obras 
públicas, y menos que sea obstáculo para rehabilitar las antiguas ó crear 
otras de igual ó diverso carácter; porque al poner á la provincia en aptitud 
legal para proceder en tales asuntos con absoluta independencia del Minis­
terio de Fomento, no priva á éste, ni lógicamente podia tampoco privar 
al Gobierno, de acudir con su poderoso auxilio ala guarda y apoyo délos 
intereses provinciales allí donde su intervención sea necesaria, y así lo 
estimen y demanden las provincias; pudiendo, en consecuencia de todo, las 
Diputaciones crear las Juntas desde luego si los individuos que hayan de 
componerlas no dependen directamente del Estado, y si dependiesen, previa 
propuesta de ellos, al centro ó centros de los ramos á que pertenezcan, en 
cuyo caso debe comprenderse el de la rehabilitación de las creadas por dicho 
decreto. — Y siendo la voluntad de S. A. el Regente del Reino que la presente 
resolución sirva de jurisprudencia respecto del punto que se determina, lo 
significo á V. E. de la propia orden para su conocimiento y fines proce­
dentes.» 

Cambiado el primitivo é influyente carácter de la Real Acade­
mia de nobles Artes de San Fernando por el de simple consultivo 
en los casos en que el Gobierno tiene á bien oiría; desposeídas las 
Academias provinciales de la facultad que lo propio que á aquella 
les reconocían las Reales órdenes de 1.° de Junio de 1850 y 23 de 1 

Junio de 1853; disuelta la Junta consultiva de Policía urbana y 
edificios públicos; suprimida la clase de Arquitectos provinciales, 
cuya organización fué debida á aquella y sin acción las Juntas pro­
vinciales de obras públicas, ha quedado por completo destruido el 
pensamiento que, constituyendo un sistema, llenaba el servicio de 
este importante ramo de la Administración, sin que, sin embargo, 
pudiese todavía calificarse de completo este sistema, toda vez que 
tal taba aun agregar á él los Arquitectos municipales. No lleva 

i 
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por cierto ventajas el nuevo organismo que á aquel ha sustituido, 
porque empezando por romper la conveniente unidad, ha dejado des­
atendida la necesidad de un Cuerpo superior, tan solo ha iniciado, 
sin organizaría, la institución de Arquitectos del Estado, y lejos de 
atraer á los municipales, ha puesto á los provinciales en la situa­
ción de éstos, dependientes unos y otros de corporaciones popula­
res facultadas para libremente nombrarlos y separarlos. 

Partidarios de la inamovilidad de los funcionarios públicos, no 
menos que de su independencia, tanto más necesaria en aquellos 
que tienen el carácter de asesores y deben por esto asumir la res­
ponsabilidad de sus consultas, y partidarios también de la unidad 
y consiguiente armonía en un servicio que, como el de policía y 
obras públicas urbanas, y por más que esté reconocida la autono­
mía de las diferentes entidades administrativas, se eslabona y rela­
ciona entre ellas, ya por razón de la dependencia gerárquica de que 
en gran número de casos no es dado prescindir entre las mismas, 
ya también por los recursos de alzada de que las superiores deben 
conocer á consecuencia de actos practicados por las inferiores, cali­
ficamos de mala organización de este servicio toda aquella en que 
no se garanticen de un modo eficaz las espresadas condiciones. Que 
usen, sí, las Corporaciones populares de toda la libertad de acción 
para acordar y resolver acerca los asuntos encomendados á su com­
petencia, mas sea esto después de bien asesoradas por funcionarios 
facultativos, que atentos solo á la ciencia, no tengan por que temer 
las iras ó los caprichos de aquellas, cuyos funcionarios sean tam­
bién, los encargados de llevar á cabo los espresados acuerdos y reso­
luciones, mientras otros vigilen por el cumplimiento de la ley, 
obligatorio á todos en un país bien regido. 

Hé aquí, pues, que hoy por hoy la Administración camina en 
sus diversas esferas con débil guia y á veces sin ella, y sin ver­
dadera organización en el importante ramo al que consagramos 
nuestros desvelos. Los Municipios, las Diputaciones,-los Goberna­
dores y los Ministerios tienen, es verdad,'(no todos ni en el número 
necesario) sus arquitectos; mas independientes éstos entre sí y sin 
relaciones oficiales que mutuamente les aproximen, obra cada eual, 
con su buen celo,"sí, pero con su solo y único criterio, que por muy 
respetable que sea, carece de la estabilidad que da la sanción de 
una colectividad facultativa competente, y que juzgamos indispen­
sable antes de proceder á la construcción de edificios y demás obras 
públicas urbanas. Hasta ahora, después de formulado un proyecto 
de esta -clase, se habia creído siempre necesaria su censura, y en 
su caso aprobación; hoy la libertad llevándonos á la exageración 
de la teoría individualista, nos ha emancipado de esta tutela, cuyo 
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sistema dudamos mucho que sea capaz de producir buenos resul­
tados. La inversión de los fondos públicos requiere toda clase de 
garantías, por lo que juzgaríamos acertada la existencia de juntas 
consultivas competentes, auxiliares de la Administración en las 
diversas esferas en que esta obra, que precisamente fueran oidas 
en todos los proyectos de mejoras urbanas y de construcción de 
edificios públicos. Sin duda que estas Corporaciones serian espe­
cialmente de gran provecho al lado de los Ayuntamientos de las 
grandes ciudades, y aún de las poblaciones de menor importancia, 
pues por su medio podría lograrse que fuese siempre la serena é 
ilustrada opinión de la ciencia la que resolviera sobre aquellos 
asuntos, sin que invadiera su campo la ignorancia, la pasión, ó el 
favoritismo, como por desgracia con harta frecuencia acontece. 
Los arquitectos municipales unidos á estas Juntas, obrarían con 
más desembarazo que cuando lo hacen fiados á su solo criterio, y 
además de correr con toda la parte activa del ramo, podrían ser 
los mejores ponentes de aquellas. 

C A P I T U L O X I V . 

Juntas de ensanclie. 

Como corporaciones auxiliares de los Ayuntamientos en deter­
minadas cuestiones existen las Juntas de ensanche creadas por la 
ley de 29 de Junio de 1864, que en lo referente á estas juntas dice así: 

« ART. 9.° En todos los casos en que el Gobierno autorice el ensanche de 
una población se creará una Junta compuesta del Alcalde, presidente del 
Ayuntamiento; dos concejales designados por esta Corporación, un Abogado 
en ejercicio, un Licenciado en medicina y un Arquitecto nombrados por el 
Gobierno, y tres propietarios, de los cuales dos lo serán de terrenos situa­
dos en la zona general de ensanche, elegidos por la mayoría de los mismos 
en reunión convocada para este objeto, y uno de la población antigua, ele-* 
gido de la misma manera por los propietarios del interior.» 

« ART. 10. Son atribuciones de esta Junta: —1.° Valuar, en el caso en que 
no haya conformidad entre el Ayuntamiento y el propietario, los terrenos que 
deban espropiarse.—2.° Desempeñar por uno ó mas de sus individuos las 
comisiones municipales que les confiera el Alcalde de la zona de ensanche con 
relaciónalas obras y policía. — 3.° Inspeccionar la inversión de los fondos 
destinados al ensanche, para que no se distraigan á ningún otro objeto, ele­
vando al Gobierno cualquiera reclamación que creyera debia hacer con este 
« otro motivo referente al cumplimiento de esta ley.» 
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En el reglamento que para ejecución de esta ley dictóse en 25 

de Abril de 1867, á parte de varios detalles relativos á las propias 
Juntas se previene por el art. 24: 

«Las Juntas de ensanche, además de informar en todos los casos prescri­
tos por la ley, lo harán siempre que sean consultadas sobre los asuntos de sus 
atribuciones por el Gobierno, los Gobernadores de las provincias, ó los Ayun­
tamientos de las localidades respectivas.» 

Con esto basta para dar idea del carácter y constitución de estas 
juntas, las cuales habremos de conocer de nuevo al ocuparnos del 
ensanche de las poblaciones. 

C A P I T U L O X V . 

Directores de caminos vecinales. 

Aun cuando las dos clases facultativas de que vamos á ocupar­
nos, no tengan por misión la policía urbana y construcciones que 
de ella dependen, no es inoportuno hablar de las mismas antes de 
dar por concluida esta parte de la presente obra. 

Son de inmensa importancia los caminos vecinales para el fomen­
to de la riqueza del país, que quedaría en gran parte estancada, si 
á las carreteras generales y á las vías férreas, á los puertos y á los 
rios navegables, no afluyeran aquellas vías, de un orden inferior á 
éstas, es verdad, pero de necesidad imperiosa para detallar el mo­
vimiento por todos los ámbitos, aún los más recónditos, de la nación. 
Convencido el Gobierno de estas poderosas razones, creó por Real 
decreto de 7 de Setiembre de 1848 una clase de facultativos que 
denominó Directores de caminos vecinales, llamada á satisfacer 
una necesidad sentida en todas las provincias y que no podia en 
manera alguna atender el cuerpo de Ingenieros de caminos, canales 
y puertos, no solo por la escasez de su personal, sino también por 
la naturaleza del servicio, que debia prestarse por los pueblos y 
por las provincias, mas no por el Estado al que éstos están afectos. 

El citado decreto es del tenor siguiente: 

«Atendiendo á las razones que me ha espuesto mi Ministro de Comercio, 
Instrucción y Obras públicas, de acuerdo con el parecer del Consejo de Mi­
nistros, he venido eh decretar lo siguiente:» 

« A R T Í C U L O . 1.° Se crea una clase denominada de directores de caminos 
vecinales, cuyos individuos estarán esclusivamente encargados del trazado, 
dirección y ejecución de las obras de dichos caminos, de las de aprovecha-
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miento de aguas pluviales y de corrientes no navegables para el riego de 
terrenos.» 

« A R T . 2.° Los Directores de caminos vecinales podrán desempeñar en los 
pueblos donde los hubiere, el oficio de peritos, cuando deba oirse el dicta­
men de estos en las cuestiones que se susciten sobre los apeos, deslindes, 
derechos y servidumbres de predios rústicos^» 

« A R T . 3.° Los mismos individuos podrán ejercer igualmente la profesión 
de agrimensores donde les convenga.» 

« A R T . 4.° Los que hayan de pertenecer á la clase de Directores de cami­
nos vecinales habrán de someterse á un examen preliminar, y ser aprobados 
en las materias siguientes: — 4.° Principios de la lengua española, — 2.° arit­
mética y sistema legal de pesas y medidas, — 3.° álgebra elemental, — 4.° teo­
ría de Ios-logaritmos y el uso de las tablas correspondientes, — 5.° geometría 
especulativa y práctica, — 6.° trigonometría rectilínea y levantamiento de 
planos, — 7.° principios de geometría descriptiva y sus aplicaciones á las 
teorías de las sombra , corte de madera y cantería, —8.° estática elemental 
y las condiciones de equilibrio de las máquinas simples y compuestas,— 
9.° delineacion y principios de dibujo topográfico, —10 nociones sobre el 
trazado y sobre los trabajos de conservación de los caminos, cálculo de des­
montes y terraplenes, y conocimientos sobre las cualidades y uso de los 
materiales. — Los aspirantes deberán formar un proyecto completo de cami­
no con sujeción á perfiles determinados, y además proyectos de puentes y 
pontones de piedra y de madera.» 

« A R T . 5.° Los arquitectos con título de alguna de las academias recono­
cidas por el gobierno podrán ser Directores de caminos vecinales, sin some­
terse al examen de que trata el artículo anterior; pero deberán solicitar un 
título que se les expedirá gratis por el ministerio de Comercio, Instrucción 
y Obras públicas. Los maestros de obras con título de las mismas academias 
obtendrán también gratis el de Directores de caminos vecinales, sometién­
dose al examen de las materias que se exigen en el artículo anterior, y que 
no hubieren cursado en aquella. Del mismo modo podrán recibirse gratis de 
maestros de obras los Directores de caminos vecinales con título de tales, 
siempre que acrediten ante alguna de las academias de nobles artes su apti­
tud en las materias que en ellas se exijan, y de las cuales no hubieren sido 
examinados al ingresar en su clase. Esta facultad recíproca durará solamente 
el tiempo necesario para completar el número de 500 Directores dé caminos 
vecinales, debiendo después someterse, así los que aspiren á serlo, como 
los que deseen obtener títulos de maestros de obras, al régimen que se esta­
blezca por el gobierno en el plan de academias de nobles artes.» 

« A R T . 6.° Los agrimensores con título legítimo podrán asimismo obtener 
el de Directores de caminos vecinales, siendo examinados y aprobados en 
las materias contenidas en el artículo anterior de que no lo hubiesen sido 
para el ejercicio de su profesión y pagarán en tal caso solamente la diferen­
cia que haya entre los derechos que se les exigieron por el titulo de agri­
mensor, y los que correspondan por el de Directores de caminos vecinales.» 

« A R T . 7.° Los Ayuntamientos podrán señalar un sueldo fijo á los Directo­
res de caminos vecinales, los cuales en este caso tendrán obligación de resi­
dir en el punto que aquellas corporaciones les designen, de dirigir las obras 
de caminos y riegos, y de evacuar gratuitamente todas las comisiones pro­
pias de su instituto, y que sean de interés comunal para los pueblos con 
quienes hayan contratado. Estas contratas podrán hacerse con los Directores 
de caminos vecinales por un ayuntamiento solo, ó por varios reunidos, si 1 
creyesen oportuno.» 
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« A R T . 8.° El sueldo que los ayuntamientos .señalen á los directores de 

caminos vecinales se incluirá entre los gastos voluntarios del presupuesto 
y se someterá á la aprobación competente. El nombramiento de estos direc­
tores con sueldo fijo necesita la aprobación del gefe-político.» 

« A R T . 9.° Las cuestiones que se susciten con ocasión de las contratas 
de que habla el art. 7.° son de la competencia del consejo provincial.» 

« A R T . 10. Los directores de caminos vecinales, á quienes sin estar con­
tratados con los pueblos, se encargue la dirección de caminos vecinales ó de 
cualesquiera otras obras municipales, tendrán derecho á una retribución 
que se fijará en el reglamento. Esto mismo tendrá lugar aun cuando estuvie­
sen contratados, respecto á las obras, apeos, deslindes y demás diligencias 
periciales que tuviesen que dirigir ó practicar, siempre que estos sean de 
interés privado.» 

« A R T . 11. Se prohibe espresamente confiar la dirección de caminos veci­
nales y de los canales ó acequias de riego á otros que á los ingenieros de 
caminos y canales, y directores de caminos vecinales, donde los hubiere. En 
el caso de que no fuera dable valerse de ningún individuo de las clases men­
cionadas para la ejecución de las obras á que se refiere la cláusula anterior, 
los gefes políticos y los ayuntamientos podrán comisionar con este objeto á 
otras personas, conforme á lo dispuesto en los artículos 25, 79, 101,118, ISO y 
143 del reglamento de 8 de Abril del presente año. Esta facultad cesará tan 
pronto como sea suficiente para la dirección de caminos y riegos de cada 
provincia, el número de directores de caminos vecinales establecido en ella.» 

« A R T . 12. Un reglamento determinará la estension que ha de exigirse en 
las materias del examen á que se sometan los directores de caminos veci­
nales, y el arancel de los derechos que han de satisfacerles los pueblos, 
donde no estuvieren contratados, por la dirección de las obras del mismo 
género que les encarguen. El mismo reglamento fijará también los deberes 
recíprocos de los pueblos y directores de caminos, así como respecto al 
gobierno y sus delegados, designará la responsabilidad que contraen los 
funcionarios de esta clase, empleados en el servicio público, que falten alas 
obligaciones que se les impusieren; y establecerá todo lo que se considere 
necesario para la ejecución de este real decreto.» 

« A R T . 13. Los directores de caminos vecinales estarán autorizados para 
denunciar las contravenciones á los reglamentos de conservación y policía 
de dichos caminos. Las denuncias hechas por estos funcionarios tendrán 
igual fuerza y valor que las que se hagan por los guardias jurados en casos 
análogos. A consecuencia de lo prevenido en el párrafo anterior los directo­
res de caminos vecinales prestarán juramento en los términos que prevenga 
el reglamento.» 

A dicho decreto acompaña el reglamento para su ejecución que 
lleva igual fecha y desarrolla los principios en aquel sentados. Fí-
jarise en el capítulo 1.° de este reglamento las circunstancias nece­
sarias para ser Director de caminos vecinales. 

Por el capítulo 2.° se determinan las Obligaciones de los Directores 
de caminos vecinales. Distingüese el caso de los Directores que estu­
vieren contratados con uno ó más pueblos de un modo permanente 
con sueldo fijo al año, de aquel en que, sin estar contratados, estu­
vieren encargados de la dirección de alguna obra municipal. Con-
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siderados en el primer supuesto como dependientes de la Admi­
nistración, tienen detallados sus deberes en dicho capítulo, para 
cada uno de los casos en que han de intervenir, viniendo al propio 
tiempo obligados á actuar á las órdenes de la Autoridad judicial y 
de la Superior de la provincia; y libres en cuanto al ejercicio de su 
profesión en la segunda hipótesis, tienen sin embargo el deber de 
emitir de oficio siempre que se les pidieren, los informes sobre las 
obras que convenga ejecutar en utilidad de los pueblos. 

Trata el capítulo 3.° del propio reglamento de los Derechos de 
los Directores de caminos vecinales, y á este fin después de estable­
cer que: 

«Los directores de caminos vecinales no podrán ser suspendidos en el 
ejercicio de sus funciones sino con justa causa, y en virtud de orden del 
Gefe político, contra la cual podrán recurrir al Ministro del ramo,» 

estipula el modo como deben intervenir en las obras y los casos en 
que han de ser oidos por las Autoridades, terminando con la fija­
ción de honorarios por medio del art. 31 que dice así: 

«Guando fueren empleados por los pueblos en comisiones de su peculiar 
instituto, solo podrán llevar los derechos siguientes: — Por la dirección de 
varios caminos construidos á la vez en su respectivo distrito, 60 rs. cada dia.— 
Por la de un solo camino, 40 rs. — Porcada dia de los que estuvieren em­
pleados en el trazado y formación de un proyecto, 40 rs, — Por apeos y des­
lindes de términos ó propiedades del común de los pueblos, 40 rs. cada dia, 
si hubiere necesidad de practicar operaciones gráficas; y 30 rs., en el caso 
de no tener lugar dichas operaciones. — Por reconocimiento de terrenos, 
visitar los caminos que hubieren de repararse, y formarlos estados sumarios 
á que se refieren los artículos 22 y 25 del reglamento de 8 de Abril, 30 rs. al 
dia. - Y en general 30 rs. cada dia que estuvieren ocupados en comisiones 
que no requieran operaciones gráficas, y 40 cuando hubiere que hacer alguna 
de estas. — Solo podrán percibir los derechos detallados en este artículo los 
directores de caminos vecinales no contratados con los pueblos, pues los 
que lo estuvieren no tendrán opción mas que al sueldo que se les hubiere 
asignado en sus contratas. Este sueldo no podrá exceder en ningún caso de 
10,000 rs. anuales por la dirección de las obras de un partido judicial á lo 
menos.» 

Determina el capítulo 4.° la Responsabilidad que contraen los 
Directores de caminos vecinales que falten á las obligaciones que les 
han sido impuestas, ya en cuanto al trazado y buena ejecución de 
las obras, así como por la conservación de los caminos compren­
didos en sus respectivos distritos, ya porque tomaren gratificacio­
nes ó fueran partícipes en las subastas, así por la debida escru­
pulosidad en la recepción de obras, como por tolerancia de las 
contravenciones de los reglamentos de policía de los caminos veci-
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nales. Y además compréndese en este mismo capítulo el art. 37 
que es como sigue: 

«En Jo sucesivo no se podrán construir á la inmediación de los caminos 
vecinales edificios, vallados, cercas ó paredes de cualquiera especie, sin ob­
tener la alineación del Alcalde respectivo, que no la dará sin oir al Director 
de los espresados caminos. — Tampoco podrán abrirse zanjas ú hoyos, ni 
hacer plantaciones de árboles á menos de tres varas del borde exterior de 
los dichos caminos, á no ser que el Alcalde, oyendo al Director de ellos, con­
ceda el permiso.» 

Por último, entre las Disposiciones diversas contenidas en el 
capítulo o.°, se previene que siempre que sea posible que los Inge­
nieros de caminos y canales se encarguen ele uno ó más caminos 
vecinales, deberán conformarse los Directores de éstos con el pro­
yecto é instrucciones de aquellos; que las denuncias de Directores 
de caminos vecinales por infracciones de la policía de caminos, 
hacen igual fe que las de los guardas jurados; y que: 

«Los Gefes políticos procurarán conseguir, por cuantos medios estén á su 
alcance, que en cada partido judicial de sus respectivas provincias se esta­
blezca á lo menos un Director de caminos vecinales.» 

Si bien ensalzamos, como es debido, el espíritu que precedió á 
la creación y organización de Directores de caminos vecinales, 
tales como se hallan consignadas en el decreto y reglamento orgá­
nicos, duélenos no poder hacer otro tanto al hablar del desarrollo 
del pensamiento, toda vez que el tiempo ha venido á defraudar las 
esperanzas que concibieran, así los jóvenes que en vista de aquel 
emprendieron esta carrera, como los amantes del país que debie­
ron lógicamente creer que, merced al numeroso y competente per­
sonal facultativo que para la construcción de caminos vecinales se 
creaba, habían de ver en no largo plazo tejido todo el territorio de 
la Península de la red de estos caminos y llevada por consiguiente 
y por su medio en lejanas comarcas la vida, que aún hoy en vano 
están ansiosas aguardando, después de más de veintitrés años de 
creada dicha institución. En efecto, la promesa de que los Ayunta­
mientos tendrían á su servicio á los Directores de caminos vecina­
les, así como la de que haya en cada partido judicial por lo menos 
un Director, han sido vanas ilusiones escritas en la ley, pero aje­
nas de la realización en la práctica. Gracias si cada provincia tiene 
á sueldo uno solo de estos facultativos para las más perentorias-
necesidades del servicio. Ignoramos si llegará un clia en que com­
prendiendo los pueblos el progreso verdadero, se dará á este im­
portante ramo |á debida organización, mas juzgamos este dia muy 
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lejano si la iniciativa para ello ha de partir de los Municipios, como 
establecen el Decreto y reglamento estractados. 

Alguna vez en esta provincia de Barcelona se pensó en la buena 
organización de este servicio, como lo demuestra un anuncio de la 
Junta calificadora de Directores de caminos vecinales publicado en 
5 de Agosto de 1852, por el cual se llamaba á oposición para pro­
veer once plazas de dichos facultativos, esto es, uno para cada par­
tido judicial, con sueldos que variaban desde 6,000 á 10,000 rs., 
cuya organización ignoramos por qué no ha subsistido. 

Con respecto al articulado de los citados Decreto y reglamento 
nos concretaremos á llamar la atención hacia el contenido del artí­
culo 37 del segundo de estos documentos, por ser el que más rela­
ción tiene con la policía urbana. Está bien que el Alcalde oiga al 
Director de caminos vecinales paraiel señalamiento de alineación 
de las construcciones que pretendan levantarse en el campo, en la 
inmediación de dichos caminos, donde solo el interés de éstos es el 
que debe tenerse presente para en cada caso fijar aquella; mas no 
pensamos lo mismo para cuando estas construcciones se levantan 
en las travesías de los caminos por las poblaciones, toda vez que 
entonces estas vías ya no son caminos sino calles, en cuya alinea­
ción está principalmente interesada la policía urbana. Deberían, 
pues, los Alcaldes asesorarse en tales casos de los Arquitectos mu­
nicipaleŝ  ó en su defecto de los provinciales; esto sin perjuicio de 
que en los espedientes que se instruyan para rectificación de ali­
neaciones de dichas calles-travesías, informe también el Director 
de caminos vecinales, ó el Ingeniero cuando estas travesías formen 
parte de las carreteras generales, ó del Estado. 

Es útil conocer el contenido de una Real orden de 3 de Octubre 
de 1853 que dice: 

«Con presencia de las diferentes consultas elevadas por algunos Gober­
nadores de provincia acerca de si para que puedan percibir sus honorarios 
los Directores de caminos vecinales habia de expedírseles el correspondiente 
titulo, y en este caso á qué Autoridad corresponde verificarlo; teniendo pre­
sente que los Directores de caminos vecinales para ejercer su profesión ob­
tienen, previo examen y el pago de derechos correspondientes, un título que 
les faculta para el desempeño de sus funciones; y atendiendo además á que 
no pueden en ningún modo conceptuarse como empleados que cobran sueldo, 
sino como facultativos á quienes se contrata para obras determinadas, con 
arreglo á lo que previene el art. 10 de la ley de 28 de Abril de 1849; S. M. la 
Reina (Q. D. G.) ha tenido por conveniente resolver que manifieste á Vuestra 
Señoría, como de su Real orden lo ejecuto, que el pago de los honorarios con­
venidos con dichos Directores de caminos vecinales, debe verificarse como 
cualquiera de los gastos que reclama la construcción de los expresados 
caminos, sin sujetarse á las formalidades que establece el Real decreto de 
28 de Noviembre de 1851 sobre expedición de títulos á los ¡empleados.» 
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También es importante otra Real orden de 31 de Mayo de 1862 

que dice: 

«Vista una instancia de varios Directores de caminos vecinales solicitando 
que para la provisión de las plazas que de esta clase se creen en las provin­
cias, no se someta á examen á los que tengan título de tales, y que en con­
formidad á lo dispuesto en el art. 11 del Real decreto de 7 de Setiembre de 
1848 solo se encargue á los Ingenieros de Caminos y Canales y á los mencio­
nados Directores de caminos vecinales las obras que en el mismo artículo se 
espresan; S. M. la Reina ( q. D. g.) se ha servido resolver que no se sujete á 
nuevo examen sobre las materias de su instituto á los que hubiesen obtenido 
el título de Director de caminos vecinales, y que siempre que se llamea 
concurso ú oposición en las provincias para las obras de que trata el artí­
culo 11 del citado Real decreto, sean preferidos en igualdad de circunstan­
cias los espresados Dh'ectores.» 

C A P Í T U L O X V I . 

Ingenieros de caminos* canales y puertos. 

Tampoco el cuerpo de Ingenieros de caminos, canales y puertos 
tiene por misión entender en policía urbana y construcciones que 
con la misma se rozan, ó de ella dependen; sin embargo, creemos 
conveniente hacer conocer las disposiciones legales en cuya virtud 
aquel existe, así como las atribuciones que por las propias dispo­
siciones le competen, con el propósito de dejar bien establecida la 
diferencia de los servicios que respectivamente están llamados á 
prestar, de una parte estos Ingenieros y de otra los Arquitectos, 
para que no sea fácil la confusión en este asunto. 

Rígese el espresado cuerpo facultativo por el Real decreto de 28 
de Octubre de 1863, que en la parte que juzgamos conveniente tras­
cribir, dice así: 

«Señora: El estraordinario desarrollo que han tenido las obras públicas 
de algunos años á esta parte y las alteraciones efectuadas en las leyes y 
decretos concernientes á tan importante ramo de la Administración, han 
demostrado la conveniencia de reformar el Reglamento orgánico del Cuerpo 
de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos de 14 de Abril de 1836, á fin de 
poner en armonía coü las necesidades de las provincias los servicios que 
aquellos funcionarios están llamados á prestar. — Este Reglamento, con el 
que hace 27 años se empezó á regularizar en España el ramo de obras públi­
cas (rompiendo con lo pasado y tendiendo á realizar el pensamiento que á 
fines del siglo anterior procuraron en vano poner en práctica insignes repú­
blicos y estadistas), reunió desde luego los pocos y dispersos elementos que 
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gervir para arreglar una administración particular que hasta enton­

as n o habia tenido unidad ni sistema fijo, desechando los inútiles y perni-
c

i o S O S Estableciéronse en él las bases de un régimen mas ordenado, no solo 
°ara la iniciativa de los proyectos y para su examen y aprobación, sino para 
el método y ejecución de las obras, y para su inspección, contabilidad é in­
tervención; regularizándose el servicio de conservación, á pesar de la noto­
ria insuficencia de los recursos que entonces, y aun mucho después, pudie­
ron aplicarse á un objeto de tanta utilidad, y se restableció la Escuela especial 
¿el Cuerpo de Ingenieros de Caminos, planteando la enseñanza con arreglo 
¿ los adelantamientos que prevalecian á la sazón en las mas célebres de 
Europa. Merced á esta circunstancia el Cuerpo de Ingenieros de Caminos ha 
sido aumentándose de un modo que, si todavía no es suficiente para ocurrir 
á todas las atenciones de tan vasto ramo, basta por lo menos para llenar las 
mas necesarias é importantes del servicio propio del Estado y de las provin­
cias, y del que pone el Gobierno, mediante concesiones legales, á cargo de 
las compañías ó empresas particulares 

«Título primero. — Organización del Cuerpo. — Capítulo 4.°—Objeto y atri­
buciones del Cuerpo de Ingenieros.—ARTÍCULO 1.° Corresponderá al Cuerpo de 
Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, bajo la dependencia del Ministerio 
de Fomento y de las Autoridades respectivas del orden administrativo, el es­
tudio, dirección y vigilancia:— 1.° De los caminos públicos ordinarios que se-
costeen con fondos generales y provinciales.—2.° Délos ferro-carriles, también 
públicos, cualesquiera que sean los medios de locomoción. - 3.° De los puertos 
y muelles mercantes, y de los faros, boyas y demás construcciones de interés 
general marítimo.—4.° De los canales de navegación y riego; délas obras nece­
sarias para la navegación y flotación de los rios; de las que exija el mejor regí" 
men y aprovechamiento de todas las aguas públicas cuya administración se 
halla á cargo del Estado; de las de desagüe y saneamiento de lagunas y terrenos 
pantanosos; y por último, de todas las demás obras públicas de análoga espe­
cie que aprueben ó autorizen el Gobierno y los Jefes ó corporaciones admi­
nistrativas á quien competa hacerlos, con arreglo á las leyes, para satisfacer 
objetos de necesidad ó conveniencia común.— Corresponderá igualmente al 
mismo Cuerpo todo lo concerniente al régimen general, policía y conserva­
ción de las espresadas obras, sin menoscabo de las atribuciones que para el 
debido cumplimiento de las leyes y reglamentos relativas á ellas competen á 
las Autoridades superiores y locales respectivas.» 

« A R T . 2.° El servicio encomendado al Cuerpo de Ingenieros compren­
derá : — 1.° El régimen especial, policía y conservación de las obras termina­
das.— 2.° El estudio, dirección y vigilancia de las nuevas construcciones.— 
3.a Los demás servicios y comisiones que el Gobierno determine.» 

« A R T . 3.° El Cuerpo de Ingenieros se hallará bajo la esclusiva dependen­
cia del Ministerio de Fomento en lo tocante á su organización, disciplina y 
gobierno particular y personal. — El Ministro de este departamento será el 
Jefe superior del Cuerpo, y segundo Jefe el Director general de Obras pú­
blicas.» 

« A R T . 4.° Las relaciones que hayan de tener los Ingenieros en cuanto al 
objeto de su instituto con sus Jefes, con las Autoridades del orden adminis­
trativo y entre sí, y la dependencia en que deban estar respecto de ellos, 
serán las que determinen las leyes y establezcan este Reglamento y los espé­
jales del servicio general de las obras públicas.» 
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TÍTULO TERCERO. 

D e las A_utoridad.es. 

Importa que consagremos este título á analizar las facultades 
concedidas por la ley á cada una de las Autoridades de diversa cate­
goría que intervienen en la resolución de asuntos del ramo que nos 
ocupa. A este fin consideraremos separadamente las tres entidades 
Estado, Provincia y Municipio que nuestra legislación reconoce, 
empezando, sin embargo, nuestros estudios por la última y siguien­
do el orden de menor á mayor. 

C A P Í T U L O X V I I . 

. A y untamientos. 

Al interés local en la gran mayoría de los casos (por no decir en 
la casi totalidad de ellos) deben su origen los espedientes de policía 
urbana y construcciones, pues escepcion hecha de aquellos que se 
promueven para la erección, reforma ó conservación de edificios 
destinados á servicios generales ó provinciales, los demás no salen 
de aquella órbita, toda vez que, ó son incoados por la Administra­
ción y aún por los particulares en nombre de la comodidad, la 
higiene ó el ornato de las poblaciones, ó tienen por objeto la cons­
trucción, reforma ó conservación de edificios y otras obras muni­
cipales, ó bien la resolución de incidentes promovidos, ya entre 
particulares, ya entre éstos y la Autoridad municipal. A los Ayun­
tamientos, pues, corresponde conocer en primera instancia de esta 
clase de asuntos, y en su consecuencia debemos, para conseguir 
nuestro propósito, averiguar cuál es la misión de estas Corpora­
ciones en ellos. 

La ley municipal de 8 de Enero de 1845 al señalar atribuciones 

http://A_utoridad.es
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á las Autoridades locales, distinguía entre las que consigna al Al­
calde y las reconocidas al Ayuntamiento. 

El Alcalde, según el art. 73 de la ley, debia como delegado del 
Gobierno: 

«I.» Publicar, ejecutar y hacer ejecutar las leyes, reglamentos, reales órde­
nes, y disposiciones de la administración superior.—2.° Adoptar, donde no 1 

hubiere delegado del Gobierno para este objeto, todas las medidas protecto­
ras de la seguridad personal, de la propiedad y de la tranquilidad pública. 
con arreglo á las leyes y disposiciones de las autoridades superiores — 
6.° Publicar los bandos que creyere conducentes al ejercicio de sus atribu­
ciones: de los que dicte relativos á intereses permanentes ó de observancia 
constante, pasará copia al gefe político, antes de ejecutarlos, para su apro-
brcion.» 

Al mismo Alcalde correspondía por el art. 74 y como adminis­
trador del pueblo: 

«1,° Ejecutar y hacer ejecutarlos acuerdos y deliberaciones del ayunta­
miento cuando tengan legalmente el carácter de ejecutorios etc.—2.° Pro­
curar la conservación de las fincas pertenecientes al común.— 3.° Vigilar y 
activar las obras públicas que se costeen de los fondos municipales.—4.° Pre­
sidir las subastas y remates públicos de ventas y arrendamientos de bienes 
de, propios, arbitrios y derechos del común, con asistencia del regidor sin­
dico; otorgar las escrituras de compras, ventas, ^transacciones y demás para 
que se halle autorizado el ayuntamiento.—5.° Cuidar de todo lo relativo á Po­
licía urbana y rural, conforme á las leyes, reglamentos y disposiciones de la 
autoridad superior y ordenanzas municipales.—6.° Nombrar, á propuesta en 
terna hecha por el ayuntamiento, todos los dependientes de los ramos de 
Policía urbana y rural para quienes no haya establecido un modo especial de 
nombramiento; suspenderlos y destituirlos..... etc.—7.° Velar sobre el buen 
desempeño de los administradores y empleados en la recaudación é interven­
ción de los fondos comunes.—8.° Dirigir los establecimientos municipales 
de instrucción pública, beneficencia y demás sostenidos por los fondos del 
común, con sujeción á las leyes y á los reglamentos especiales de los mis­
mos establecimientos •—9.° Conceder ó negar el permiso para toda clase/ 
de diversiones públicas, y presidirlas cuando no lo haga el gefe político.» 

La propia ley fijaba en sus artículos 79, 80 y 81 las atribuciones 
que correspondían á los Ayuntamientos. 

Contiene el art. 79 lo que es privativo de estas corporaciones, 
siéndolo según él entre otras cosas: 

«3.° Nombrarlos empleados y dependientes de su inmediato servicio.» 

Dice el art. 80: 

«Es atribución de los Ayuntamientos arreglar por mecRo de acuerdos, 
conformándose con las leyes y reglamentos:—!.0 El sistema de administra-
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cion de los propios, arbitrios y demás fondos del común.—2.° El disfrute de 
ios pastos, aguas y demás aprovechamientos comunes, en donde no haya un 
régimen especial autorizado competentemente.—3.° El cuidado, conserva­
ción y reparación de los caminos y veredas, puentes y pontones vecinales.— 
4.° Las mejoras materiales de que sea susceptible el pueblo cuando su coste 
no pase de 2C0 rs. vn. en los pueblos de menos de 200 vecinos; de 500 en los 
pueblos de 200 á 1,000 vecinos, y de 2,000 en los restantes.» 

Y según el art. 81: 

«Los Ayuntamientos deliberan conformándose á las leyes y reglamentos 
—1.° Sobre la formación de las ordenanzas municipales y reglamentos de po 
licía urbana y rural.—2.° Sobre las obras de utilidad pública que se costeen 
de fondos del común.—3.° Sobre las mejoras materiales de que sea suscep­
tible el pueblo, cuando su coste pase de las cantidades señaladas en el párra­
fo 4.° del artículo anterior.—4.a Sobre la formación y alineación de las ca­
lles, pasadizos y plazas.—5.° Sobre los arrendamientos de fincas, arbitrios 
y otros bienes del común.—8.° Sobre los establecimientos municipales que 
convenga crear ó suprimir.—9.° Sobre la enagenacion de bienes muebles é 
inmuebles y sus adquisiciones, redención de censos, préstamos y transac­
ciones de cualquier especie que tuviere que hacer el común.—Los acuerdos 
sobre cualquiera de estos puntos se comunicarán al gefe político, sin cuya 
aprobación, ó la del Gobierno en su caso, no podrán llevarse á efecto.» 

Las facultades de que, según acabamos de ver, disfrutaban los 
Municipios por la ley de 1845 eran restringidas, gracias al espíritu 
exageradamente centralizador que en ella preside, no siendo por 
tanto de estrañar que la derogación ó reforma de esta ley fuera 
generalmente deseada en todas las provincias del R.eino, antes de 
que la revolución de Setiembre de 1868 acabara con ella. Los Ayun­
tamientos podían, sí, y debían deliberar y acordar sobre todas las 
construcciones municipales, así como sobre todos los asuntos de 
Policía urbana que en la localidad se debatían, mas en el mayor 
número de casos no eran ejecutivos sus acuerdos, sino después de 
la sanción de la Autoridad superior, previo un engorroso y pro­
longado espedienteo. Los estrechos límites á que por el párrafo 4.° 
del art. 80 quedaban reducidas las cantidades que por sí y sin apro­
bación superior, podían invertir en mejoras materiales, sin duda 
pecaban de ridículos, llegando hasta el absurdo, si en la práctica 
no hubiese sido repetidamente infringida aquella disposición. Y aun 
los propios Ayuntamientos hacían mas difícil la marcha de su admi­
nistración, no ateniéndose en muchos casos al testo de la ley, como 
lo prueba el que no se resolvieran sino mediante acuerdo de la cor­
poración*, incidentes de Policía urbana que tienen su regulación en 
las ordenanzas municipales, y cuyo cuidado encomendaba el pár­
rafo 5.° del art. 79 de la ley esclusivamente al Alcalde. 

La nueva organización dada inmediatamente después de la 
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revolución á los Ayuntamientos, es tal como determina el decreto 
de 21 de Octubre de 1888, sancionado mas tarde como ley por las 
Cortes Constituyentes; el cual en aquello que nos atañe establece 
las disposiciones que siguen: 

Í M T £ ? ¿ • . K l J í jq \<M. tí;:. .íf'í -?-̂ ?íMr«:(5î f̂ ;v-v'c: 
ftABT. 50. Son inmediatamente ejecutivos los acuerdos de los Ayunta­

mientos sobre los negocios siguientes:—1.° El nombramiento y separación 
de sus empleados y dependientes.—3.° Los reglamentos y disposiciones para 
la ejecución de las ordenanzas de Policía urbana y rural... etc.—5.° La admi­
nistración, conservación y mejoramiento de las fincas de propios, basta que 
en virtud de la ley de desamortización se enajenaren; y verificado que esto 
sea, la percepción é inversión legítima de la renta equivalente á sus produc­
tos, mientras el capital no s£ invierta conforme á la misma ley.—6.° La admi­
nistración y conservación de los cementerios propios de los pueblos.—7.° La 
administración, inversión y contabilidad de todos los arbitrios, rentas, cau­
dales.y fondos propios del municipio, con arreglo al presupuesto aprobado 
del mismo.—8.° La administración, conservación y mejora de las fincas de 
común aprovechamiento, arreglando el modo y término de su disfrute donde 
no estuviere establecido de antemano.—9.° La distribución, inversión y 
contabilidad de los fondos especialmente consignados enyel presupuesto mu­
nicipal para mejoras materiales en el distrito.—10. La conservación, repara­
ción y mejora de los caminos, veredas, puentes, fuentes, pontones y demás 
obras comunales, votando las prestaciones personales según las leyes.—Los 
dias de prestación personal no podrán pasar de seis al año, á no ser que se 
permita' mayor húmero por ley especial.—12. Las medidas sanitarias de 
absoluta urgencia en las calamidades públicas, así como las obras de igual 
carácter perentorio, siempre dentro del círculo de sus atribuciones, sin que 
el importe escéda de 10 rs. por vecino y esta cuota no sea mayor que la ter­
cera parte del presupuesto ordinario » 

« A R T . 51. Necesitan la aprobación de la diputación provincial para ser 
ejecutivos los acuerdos de los ayuntamientos sobre los negocios siguientes: 
—1.° Los presupuestos ordinarios y extraordinarios.—5.° Los arrendamien­
tos de fincas, arbitrios y cualesquiera otros bienes municipales, que se veri­
ficarán en subasta pública y sin admitir ulterior licitación.—6.° La construc­
ción, rectificación y clasificación de los caminos vecinales y obras propias 
de los mismos.» 

« A R T . 52. Necesitan la aprobación de la diputación y gobernador de la 
provincia, para ser ejecutivos los acuerdos de los ayuntamientos sobre los 
negocios siguientes:—1.° Formación y reformas de las ordenanzas munici­
pales y rurales etc.—3.° Creación, reforma y supresión de los estableci­
mientos municipales de beneficencia y de instrucción pública.—4.° Apertura 
y alineación de calles y plazas, y en general obras públicas del municipio.— 

Construcción, reforma, traslación, supresión y régimen de los cemente­
rios.— 6.° Régimen y aprovechamiento de las aguas de propiedad del común 
en sus diferentes U J O S y aplicaciones, cuando no se hallare establecido de 
antemano.» 

« A R T . 78. Corresponde también al alcalde único ó primero en su caso, 
como gefe de la administración municipal:—1.° Publicar, ejecutar y hacer 
cumplir los acuerdos del ayuntamiento cuando ¡fueren ejecutivos y no me­
diare causa legal para su suspensión —5.° Dirigir todo lo relativo á la 
Policía urbana y rural, dictando al efecto los bandos y disposiciones que 
tuviere por convenientes, conforme á las ordenanzas y resoluciones genera-
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les del ayuntamiento en la materia.—8.° Inspeccionar, activar y dirigir en lo 
económico y gubernativo, los establecimientos de beneficencia y de instruc­
ción pública, costeados con fondos municipales, con sujeción á las leyes y 
disposiciones para su ejecución.—1Q. Presidir los remates y subastas para 
ventas, arrendamientos y servicios municipales, salvas las disposiciones de 
as leyes.» 

De la comparación entre esta ley y la anterior, resulta no exis­
tir diferencia esencial por lo que se refiere á las atribuciones de 
Alcaldes y Ayuntamientos, á no ser las mayores facultades conce­
didas á éstos por la segunda de dichas leyes para casos urgentes 
de calamidades públicas. En todo lo demás no mejora la del año 
1868 á la del 1845, antes bien en algunos casos se complica el espe-
dienteo, por cuantos acuerdos que antes eran ejecutivos mediante 
la sola aprobación del Gobernador, han necesitado después además 
la de la Diputación provincial. 

Por su carácter provisional, la segunda de las leyes analizadas 
estaba llamada á ser sustituida por la sancionada por las Cortes 
Constituyentes y publicada por el Regente del reino en 20 de Agos­
to de 1870, la cual en la parte que nos interesa dice así: 

« A R T . 67. Es de la exclusiva competencia de los Ayuntamientos la ges­
tión, gobierno y dirección de los intereses peculiares de los pueblos (artícu-
culos 39 y 99, párrafo 1.° de la Constitución), y en particular cuanto tenga 
relación con los objetos siguientes: =1 .° Establecimiento y creación de 
servicios municipales referentes al arreglo y ornato de la via pública, 
comodidad é higiene del vecindario, fomento de sus intereses materiales y 
morales, y seguridad de las personas y propiedades, á saber: — 1.° Apertura 
y alineación de calles y plazas y de toda clase de vias de comunicación. — 
2.° Empedrado, alumbrado y alcantarillado. —3.° Surtido de aguas. —4.° Pa­
seos y arbolados.—5.° Establecimientos balnearios, lavaderos, casas de mer­
cado y matadero.-6.° Ferias y mercados-. — 7.° Instituciones de beneficencia 
é instrucción y servicios sanitarios. — 8.°„Edificios municipales, y en general 
todo género de obras públicas necesarias para el cumplimiento de los servi­
cios.— 9.o Vigilancia y guardería.= 2.° Policía urbana y rural, ó sea cuanto 
tenga relación con el buen orden y vigilancia de los servicios municipales 
establecidos; cuidado de la via pública en general y limpieza, higiene y salu­
bridad del pueblo.= 3.° Administración municipal, que comprende el apro­
vechamiento, cuidado y conservación de todas las fincas, bienes y derechos 
pertenecientes al Municipio y establecimientos que de él dependan, y la de­
terminación, repartimiento, recaudación, inversión y cuenta de todos los 
arbitrios é impuestos necesarios para la realización de los servicios munici­
pales.» 

« A R T . 68. Es obligación de los Ayuntamientos procurar por sí ó con los 
asociados, en Iris términos que mas adelante se expresará, el exacto cumpli­
miento, con arreglo á los recursos y necesidades del pueblo, de los fines y 
servicios que, según la presente ley, están cometidos á su acción y vigilan­
cia y en particular de los siguientes: — 1.° Conservación y arreglo de la via 
pública. — 2.° Policía urbana y rural. — 3.° Poticía de seguridad. — 4.° Instruc-
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c i 0 n primaria. — 5.° Administración, custodia y conservación de todas las 
finca», bienes y derechos del pueblo...» 

« A R T . 69. Para el cumplimiento de las obligaciones de los Ayunta­
mientos corresponden á estos muy especialmente las atribuciones siguien-
t e s : _ l . ° Formación de las Ordenanzas municipales de Policía urbana y 
rural. — 2.° Nombramiento de sus enipleados y agentes en todos los ramos. 
3.° Establecimientos de prestaciones personales. — 4.° Asociación con otros 
Ayuntamientos.» 

Gomo se ve por el primero de los artículos trascritos, queda 
establecida la autonomía del municipio, sin embargo de que la 
misma ley nos demostrará en artículos sucesivos, que la exclusiva 
competencia consagrada en aquel, dista mucho de ser una verdad 
en todos los casos. En efecto, es una prueba de esta limitación el 
artículo siguiente: 

« A R T . 71. Las Ordenanzas municipales de Policía urbana y rural que los 
Ayuntamientos acuerden para el régimen de sus respectivos distritos, no 
serán ejecutivas sin la aprobación del Gobernador, de acuerdo con la comi­
sión provincial.— En caso de discordia, si el Ayuntamiento insiste en su 
acuerdo, la aprobación en los puntos á que aquella se refiera corresponde al 
Gobierno, previa consulta al Consejo de Estado. — Ni en ellas ni en los regla­
mentos y disposiciones que los Ayuntamientos formaren para su ejecución, 
se contravendrá á las leyes generales del país.» 

En otros artículos, y entre ellos el siguiente se regula (como es 
lógico) la facultad reconocida á los Ayuntamientos, por las restric­
ciones que establecen las leyes: 

« A R T . 73. Es atribución exclusiva de los Ayuntamientos el nombramiento 
y separación de todos los empleados y dependientes pagados de los fondos 
municipales y que sean necesarios para la realización de los servicios que,, 
están á su cargo. — Los funcionarios destinados á servicios profesionales 
tendrán la capacidad y condiciones que en las leyes relativas á aquellos se 
determine.» 

Otras limitaciones se establecen también por los artículos que 
siguen: 

« ARTJ 78. Los Ayuntamientos establecerán las reglas para el disfrute y 
aprovechamiento de los montes municipales; y sometido el acuerdo á la 
comisión provincial, regirá en lo sucesivo sin necesidad de nueva aproba­
ción etc.» 

« A R T . 79. Necesitan la aprobación de la comisión provincial para ser 
ejecutivos los acuerdos que se refieran á lo siguiente: —1.° Reform y supre­
sión de establecimientos municipales de Beneficencia é Instrucción. — 2,° Po­
das y cortas en los montes municipales.» 

« A R T . 80. Las enajenaciones y permutas de los bienes municipales se 
acomodarán á las reglas siguientes: —1. a Los terrenos sobrantes déla via 
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pública y concedidos al dominio particular, y los efectos inútiles pueden ser 
vendidos exclusivamente por el Ayuntamiento. — 2.a Los contratos relativos 
álos edificios municipales, inútiles para el servicio á que estaban destina­
dos, y créditos particulares á favor del pueblo, necesitan la aprobación de la 
comisión provincial. — 3.a Es necesaria la aprobación del Gobierno, previo 
informe de la comisión provincial, para tocios los contratos relativos á los 
demás bienes inmuebles del Municipio, derechos reales y títulos de la Deuda.» 

importa conocer, además de los artículos anteriores, los si­
guientes: 

« A R T . 107. El Alcalde presidente de la corporación, lleva su nombre y 
representación en todos los asuntos, salvas las facultades concedidas á lds 
Síndicos. — Como Jefe de la administración municipal es el encargado de la 
publicación y de la ejecución de los acuerdos del Ayuntamiento, á cuyo fin 
dictará los bandos y las disposiciones convenientes etc. — Todos los de­
pendientes de los ramos de vigilancia y de Policía urbana y rural están bajo 
su autoridad y mando » 

« A R T . 130. 2.a En conformidad á lo dispuesto en el artículo anterior, pue­
de autorizarse el establecimiento de arbitrios sobre los objetos siguientes:— 
Aprovechamiento y abastecimiento de aguas para usos privados. — Alcanta­
rillado.— Establecimientos balnearios en aguas públicas. —Guardia rural.— 
Establecimientos de enseñanza secundaria, superior ó especial. — Licencias 
para construcción de edificios. — Mataderos. — Puestos públicos y sillas en 
plazas, calles, ferias, mercados y paseos...., Y los demás análogos.— 3.a En 
ningún caso pueden ser objeto de arbitrios los servicios siguientes: — Apro­
vechamiento y abastecimiento de aguas para uso comunal.—Alumbrado 
público. —Aceras y empedrados. —Vigilancia pública. —Beneficencia. — Ins­
trucción pública elemental. — Limpieza, sin perjuicio de los aprovechamien­
tos á que diese lugar. — Y otros de igual naturaleza.» 

« A R T . 140. El Ayuntamiento y los asociados, reunidos en Junta munici­
pal, fijarán definitivamente el presupuesto y acordarán los arbitrios á pro­
puesta de aquel.» 

« A R T . 153. Fijadas definitivamente las cuentas por el Ayuntamiento, se­
rán pasadas, con el dictamen del Síndico y los documentos justificativos, pa­
ra su examen á la asamblea de Vocales asociados de la Juntamunicipal... etc. 

« A R T . 161. No podrá ser suspendida la ejecución de los acuerdos dicta­
dos en asuntos de la competencia del Ayuntamiento, aun cuando por ellos y 
en su forma se infrinjan alguna de las disposiciones de esta ley ú otras espe­
ciales. —En este caso, se concede recurso de alzada para ante la comisión 
provincial á cualquiera, sea ó no residente en el pueblo, que se crea perjudi­
cado por la ejecución del acuerdo etc.» 

La mas importante novedad que encierra esta ley respecto á las 
que la han precedido, consiste en lo que á construcción de obras 
destinadas á servicios municipales se refiere. Ha desaparecido toda 
sanción facultativa de las establecidas por disposiciones anteriores. 
Según ella la aprobación del Ayuntamiento (no importa que sea 
corporación lega en la materia) es el límite superior de las sancio­
nes posibles por esta ley reconocidas y obra por tanto como voto 
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inapelable; mas si esto acontece en lo facultativo, no es lo mismo 
en cuanto á la parte económica interesa, puesto que bajo este punto 
de vista, por solas razones económicas, puede la Junta municipal 
de asociados echar abajo el mas acabado y conveniente proyecto 
que para obras de reconocida utilidad en los servicios municipales 
se haya formulado. Las ideas que sobre el particular profesamos, y 
que ya son conocidas de nuestros lectores por haberlas espuesto en 
otro lugar de este tratado, nos llevan á condenar este sistema y á 
preferir á él (á pesar de sus defectos), el que en virtud de las leyes 
municipales anteriores regia. Comprendemos que un particular 
(haciendo, como vulgarmente se dice, de su capa un sayo) levante 
los edificios que con su dinero costea, del modo y forma que tenga 
por conveniente, salva la observancia de las ordenanzas munici­
pales y las restricciones que para la dirección facultativa de las 
obras hay establecidas (mientras subsistan); pero no podemos 
convenir en reconocer iguales facultades en un Ayuntamiento, que 
invierte caudales del común de vecinos y erige edificios que deben 
reunir cualidades para cuya apreciación es incompetente; no suce­
diendo aquí como en el caso del propietario particular que él solo 
ó sus descendientes son quienes sufren las consecuencias de los 
desaciertos que el uso de la omnímoda voluntad de aquel le puede 
haber hecho cometer, caso muy distinto de cuando estas conse­
cuencias se estienden á todo un vecindario y á varias generacio­
nes. Según nuestro criterio, es indispensable, que todo proyecto de 
edificio público sea juzgado, antes de su ejecución, por un jurado 
de facultativos, que junto con aquel que sea autor del proyecto, 
asuman la responsabilidad que pueda caberles por lo que se refiere 
á las cualidades de la obra. 

Por lo demás que á Policía urbana se refiere, existen en esta ley 
iguales ó semejantes limitaciones que en las que han regido antes 
que ella, pues así en una como en otras, necesitan de la aprobación 
superior los acuerdos de los Ayuntamientos sobre formación y 
reforma de ordenanzas municipales, sobre creación, supresión 
y reforma de establecimientos municipales, y sobre arrendamiento, 
enajenación y adquisición de bienes inmuebles. No se mencio­
nan estas limitaciones en la última ley respecto á obras de utili­
dad pública y á apertura y alineaciones de plazas y calles, mas 
no por esto dejan de existir, en gran parte, toda vez que para que 
no las hubiera, sería preciso que prestaran el consentimiento todos 
los propietarios á cuyas fincas aquellas obras afectan y que no fuera 
preciso consignar partida alguna en el presupuesto para llevarlas 
á cabo; cosas ambas que raras veces se consiguen. De otra suerte 
la ley de expropiación forzosa abraza por completo á esta clase de 
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espedientes, que deben por tanto sujetarse á todas las restricciones 
de aquella, que no estén derogadas por otras posteriores, según 
veremos mas adelante. 

C A P Í T U L O X V I I I , 

Diputaciones provinciales. 

Desde el 25 de Setiembre del año' 1863 veníanse rigiendo las 
Diputaciones por la ley para el gobierno y administración de las 
provincias de esta fecha, de la cual entresacamos los artículos si­
guientes: 

<iART. 56. Las Diputaciones provinciales acordarán:—1.° El modo de 
administrar las propiedades que tenga la provincia, y condiciones de los 
arriendos.—2.° La compra, venta y cambio de propiedades de la misma.— 
3.° El uso ó destino de los edificios pertenecientes á la provincia.—4.° La 
creación ó supresión de los establecimientos provinciales que no [estén de­
terminados por las leyes. — 5.° La construcción de carreteras que se costeen 
del presupuesto provincial.—6.° La construcción de cualquier otra obra de 
carácter provincial.— 7.° Las cantidades con que determinen subvencionar 
la construcción de cualquiera obra pública, ya sea de las que corresponden 
al Estado, ó de las que son de cargo de los Ayuntamientos... etc. —13. Sobre 
todos los demás asuntos en que las leyes les conceden el derecho de acordar.» 

« A R T . 57. Necesitarán la aprobación del Gobierno : —1.° El presupuesto 
de la provincia según lo que determine la ley de presupuestos y contabilidad 
provincial. — 2.° La compra, venta y cambio de propiedades cuyo valor esce­
da de 200,000 rs.—3.° Las obras provinciales cuyo presupuesto esceda de 
500,COO rs. — 4 . ° El establecimiento de recargos ó arbitrios, y la subvención 
para obras públicas á que se refiere el párrafo 7.° del art. 56. — Necesitan la 
aprobación del Gobernador: — 1.° Las obras provinciales cuyo presupuesto 
esceda de 200,OGO rs. y no llegue á 500,000 rs... etc.» 

« A R T . 58. Se oirá el informe de las Diputaciones provinciales. — 3.° Sobre 
la ereacion, supresión ó reforma de los establecimientos de Beneficencia é 
Instrucción pública, y otros cualesquiera determinados por las leyes, siem­
pre que sean en todo ó en parte costeados por la provincia. — 4.° Sobre/ la 
necesidad ó conveniencia de ejecutar obras públicas determinadas por las 
leyes, que no siendo del cargo esclusivo del Estado ó de los Ayuntamientos, 
hayan de costearse en parte por los fondos provinciales ó por los de varios 
Ayuntamientos. — 5.° Sobre toda cuestión relativa á las obras públicas de que 
se hace mérito en el párrafo anterior. — 6.° Sobre cualquier otro objeto que 
determinen las leyes,1 ó cuando el Gobierno ó Gobernador de la provincia las 
pidan su dictamen.» 

Por el testo y espíritu de estas disposiciones se comprende, que 
las Diputaciones que funcionaban al amparo de esta ley, disfruta-
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han de atribuciones muy restringidas, siendo la mayor parte de 
ellas de carácter económico. En pocos casos tenían autonomía pro­
pia en los asuntos de la provincia, siendo en la mayoría de ellos 
simplemente consultivas; podían sin embargo disponer por sí del 
empleo en obras públicas de cantidades que no escedieran de 
200,000 rs. Poca relación tenían con los Ayuntamientos, no siendo 
por tanto superiores suyos gerárquieos en los asuntos del ramo que 
nos ocupa. 

Para completar el conocimiento de la legislación provincial en 
la época á que se refiere la ley de que acabamos de hablar, con­
viene saber algo de lo contenido en la ley de presupuestos y con­
tabilidad provincial de 14 de Octubre de 1863, de la cual copiamos 
lo que sigue: 

« A R T . 1.° L O S gastos provinciales se dividen en obligatorios y voJúnta­
nos.» 

« A R T . 2.° Son obligatorios : — 3.° Los del personal y material de la Junta 
de Agricultura, Industria y Comercio; de la de Instrucción pública; de la de 
Construcciones civiles, cuando^se establezca, de la Comisión de Monumentos 
artísticos, y los de cualesquiera otras Corporaciones provinciales creada 
por las leyes. — Los sueldos de los Arquitectos provinciales y de los Deli­
neantes que los ausilien.» 

« A R T . 4.°' Son gastos voluntarios:—1.° Los que las Diputaciones provin­
ciales acordaren para la fundación ó construcción de nuevos establecimien­
tos de Beneficencia y de Instrucción pública. — 2 . ° Las subvenciones que las 
Diputaciones provinciales acuerden para ausiliar la construcción de las car­
reteras comprendidas en el plan general del Gobierno, y las cantidades que 
asimismo voten para la construcción de las que no forman parte del referido 
plan. —3.° Las cantidades que voten las Diputaciones para ayudar á construir 
obras de otra especie, ya corran á cargo del Estado ó de los Ayuntamientos.» 

« A R T . 5.° Las Diputaciones provinciales no podrán invertir mas de 
20,000 rs. en una obra sin oir, sobre su presupuesto especial, proyecto y pla­
nos, á la Junta provincial de construcciones civiles. —Cuando el presupuesto 
de una obra esceda de 200,OGO rs. y no llegue á 500,000, no se procederá á su 
ejecución sin que haya sido aprobado con el proyecto y planos por el Gober­
nador de la provincia, previo informe de la Junta de construcciones civiles y 
del Consejo provincial. — Si el presupuesto llega á 500,000 rs. no se dará prin­
cipio á la obra sin que haya sido aprobado, así como el proyecto y planos, 
por el Ministerio de la Gobernación, de acuerdo con el de Fomento, ú oyendo 
ala Junta de Policía urbana y edificios públicos, según los casos. — La Junta 
de construcciones civiles deberá evacuar sus informes dentro de un mes en 
el caso á que se refiere el párrafo primero de este artículo, y de dos cuando 
le sea pedido por el Gobernador. — Esta Autoridad dará ó negará su aproba­
ción para la ejecución de la obra cuyo coste esceda de 200,000 rs. y no llegue 
á 500,C00 en el término de un mes á contar desde la fecha en que la referida 
Junta haya emitido su informe. El Gobierno resolverá los espedientes que se 
sometan á su aprobación en el de tres meses. — Trascurridos los plazos seña­
lados en los párrafos anteriores sin haber recaído la resolución superior, se 
entenderán aprobados los proyectos, planos y presupuestos.» 

« A R T . 6.° Siempre que el presupuesto de una obra ó de cualquier otro 
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servicio provincial esceda de 5,000 rs., se sacará su ejecución á pública 
subasta. Para su celebración se observarán los trámites y formalidades que 
prescriban las disposiciones vigentes. A estas subastas asistirá siempre un 
Diputado provincial nombrado por la Diputación.» 

Nos hallamos plenamente de acuerdo con las disposiciones tras­
critas y creemos de buen resultado para las obras públicas provin­
ciales su aplicación. 

El acontecimiento político que en Setiembre de 1868 introdujo 
cambios radicales en la organización pública, trasformó por com­
pleto á las Diputaciones, que desde entonces se rigieron por la ley 
provisional de 21 de Octubre de aquel año, de la cual trasladamos 
lo que sigue: 

« A R T . 13. Es de la competencia de las diputaciones provinciales todo lo 
que concierne á la administración civil y económica, propio y esclusivo de la 
respectiva provincia, con arreglo y sujeción á las leyes, reglamentos y dis­
posiciones generales para su ejecución. — Son también de su competencia 
cuantas funciones les atribuyen espresamente las leyes. — Los acuerdos son 
según los casos:—1.° Inmediatamente, ejecutivos sin ulterior recurso.— 
2.° Inmediatamente ejecutivos con ulterior recurso. — 3.° No ejecutivos sin la 
aprobación de sus superiores jerárquicos.» 

« A R T . 14. Son inmediatamente .ejecutivos sin ulterior recurso los que 
versen: — 2.° Sobre la elección y separación de todos sus empleados y depen­
dientes. — 3.° Sobre la administración de los fondos de la provincia y su in­
versión, conforme al presupuesto aprobado. —4° Sobre la administración de 
todos los bienes de la provincia y el modo de disfrutarlos y aprovecharlos, 
donde no estuviere establecido de antemano. —7.° Sobre la aprobación de 
los presupuestos y cuentas municipales. —8.° Sobre la rectificación y cons­
trucción de los caminos vecinales y su clasificación; cuando hubiere confor­
midad con los Ayuntamientos.-t-12. Sobre los arrendamientos de fincas y 
arbitrios, y otros bienes del común de los pueblos. —19. Sobre la venta, per­
muta, variación de destino ó aprovechamiento de las propiedades de la pro­
vincia ó de los pueblos, siempre que puesto en conocimiento del gobernador 
de la provincia, no suspendiere dentro de ocho dias el acuerdo en uso de sus 
atribuciones. — 20. Sobre la creación ó supresión de establecimientos pro­
vinciales de instrucción, beneficencia ú otra clase, si puesto en conocimiento 
del gobernador, no suspendiese en ocho dias el acuerdo.—21. Sobre la cons­
trucción, conservación y reparación de las carreteras, ferro-carriles y 
demás obras provinciales, si puesto en conocimiento del gobernador, no 
suspendiese igualmente su acuerdo.» 

« A R T . 16. No son ejecutivos hasta la aprobación del gobernador civil de 
la provincia los acuerdos: — 1.« Sobre las obras de utilidad pública, apertura 
y alineación parciales de plazas y calles, cuyos planos facultativos deben ser 
remitidos al gobernador para que se observen los trámites que determinan 
las leyes. —3.° Sobre construcción, reforma y régimen interior de los cernen" 
terios. — 4.° Sobee la distribución y disfrute de las aguas públicas, encauaa-
miento de los rios y servidumbres de acueductos, concedidas por leyes ó rea­
les decretos.» 

« A R T . 17. No son ejecutivos hasta obtener la aprobación superior los 
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acuerdos sobre : — 1.° La ejecución de los presupuestos ordinarios y estraor-
dinarios de gastos é ingresos para el sosten de las atenciones provinciales.— 
4.° La venta, permuta, variación de destino ó aprovechamiento de las propie­
dades de la provincia ó de los pueblos, cuyos acuerdos hayan sido suspen­
didos por el gobierno civil hasta obtener la aprobación del gobierno, oyendo 
al consejo de Estado. —5.° La creación ó supresión de establecimientos pro­
vinciales, cuyos acuerdos hayan sido igualmente suspendidos.—7.° Las 
obras y caminos vecinales que comprendan mas de un pueblo, cuando no 
hubiere conformidad entre la diputación provincial y los ayuntamientos inte­
resados, ó entre estos. — 8.° El emplazamiento de nuevas poblaciones, ensan­
che de las existentes y aprobación de planos generales de rectificación de 
poblaciones y formación de ordenanzas de policía urbana y rural.» 

« A R T . 20. Las diputaciones provinciales serán necesariamente oídas: — 
2.° Por la creación ó supresión dentro de la provincia de establecimientos de 
instrucción pública, beneficencia, corrección ú otros de utilidad general, 
sostenidos por el Estado —3.° En los espedientes sobre obras públicas de 
todas clases, en que sea contribuyente la provincia, juntamente con el Esta­
do, ó que se hayan de construir dentro de su territorio, aunque nada pague 
para sus gastos.» 

Con la publicación de esta ley se dio un gran paso en el camino 
de la descentralización, mas conserváronse aun en ella para el 
Gobernador y para el Gobierno, atribuciones algunas de las cuales 
juzgamos indebidas y cuyo uso no puede menos de entorpecer la 
marcha de la administración. Siendo ya las diputaciones autorida­
des superiores gerárquicas de los Ayuntamientos, creemos que los 
espedientes de interés local debian terminar todos con la aproba­
ción de aquellas (escepto el caso de recurso por infracciones de la 
ley); así como ciertos asuntos de interés provincial podrían reque­
rir la sanción del Gobernador ó del Gobierno. 

Mas esta organización subsistió poco tiempo, pues ha sido reem­
plazada por la que establece la nueva ley provincial de 20 de Agos­
to de 1870. Distingue esta ley entre la Diputación y la Comisión 
provincial, señalando á una y otra corporación las atribuciones que 
copiamos. 

« A R T . 46. Es de la exclusiva competencia de las Diputaciones provincia­
les la gestión, el gobierno y dirección de los intereses peculiares de las pro­
vincias, en cuanto, según esta ley ó la municipal, no correspondan á los 
Ayuntamientos, y en particular lo que se refiere á los objetos siguientes: — 
1.° Establecimiento y conservación de servicios que tengan por objeto la 
comodidad de los habitantes de las provincias y el fomento de sus intereses 
materiales y morales, tales como caminos, canales de navegación y de riego, 
y toda clase de obras públicas de interés provincial, establecimientos de 
beneficencia ó de instrucción, concursos, exposiciones y otras instituciones 
de fomento, y demás objetos análogos.—2.° Administración de los fondos 
provinciales, ya sea para el aprovechamiento, disfrute y conservación de toda 
clase de bienes, acciones y derechos que pertenezcan á la provincia ó á 
establecimientos que de ella dependan, ya para la determinación, repartí-
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miento, inversión y cuenta de los recursos necesarios para la realización de 
los servicios que están confiados á las Diputaciones.—Estas corporaciones 
se acomodarán á lo mandado por las leyes y disposiciones para su ejecución, 
en todos los asuntos que según la presente no les competen exclusivamente, 
y en, que obren por delegación.— Es aplicable á las Diputaciones provin­
ciales lo dispuesto en el art. 73 de la ley Municipal. También lo es el art. 68 
de la misma ley, en cuanto se acomoda á la naturaleza de los servicios enco­
mendados á estas corporaciones » 

((ART. 47. Los acuerdos tomados por la Diputación provincial, en con­
formidad á lo dispuesto en el artículo anterior son ejecutivos, sin perjuicio 
de los recursos establecidos en esta ley.» 

« A R T . 66. Ala comisión provincial corresponde vigilar la exacta ejecu-, 
cion de los acuerdos de la Diputación provincial y la preparación de todos 
los asuntos de que esta haya de ocuparse — Corresponde privativamente 
á la comisión la resolución de todas las incidencias de quintas, la revisión 
de los acuerdos de los Ayuntamientos y la resolución de las reclamaciones y 
protestas en las elecciones de Concejales » 

Despréndese del testo de los artículos trascritos, la independen­
cia con que obran las Diputaciones en todos los asuntos que á la 
provincia interesan, independencia limitada únicamente por la 
facultad concedida á los Gobernadores de ser los ejecutores de los 
acuerdos de aquellas; así como las relaciones de gerarquía entre 
los Ayuntamientos y la Comisión provincial á causa de ser atribu­
ción de esta la revisión de los acuerdos de los primeros, cuya revi­
sión juzgamos que debe estenderse sin duda, así á los que según 
la ley municipal necesitan para ser ejecutivos de la sanción de dicha 
comisión, como á los que son reclamados por las personas á quie­
nes afectan, en cuyo caso obra la Comisión como tribunal de 
alzada. Repetimos aquí, respecto á las obras provinciales, lo que 
e i su lugar hemos dejado espuesto acerca de las municipales, sobre 
la falta de una i orporacion, junta ó jurado facultativo que sanciona 
los proyectos antes de ser ejecutados. Los acuerdos de las Diputa­
ciones y Comisiones provinciales adoptados en virtud de esta ley 
pueden ser suspendidos en determinados casos por los Gobernado­
res, siendo en otros reclamables ante el Gobierno, ó bien ante el 
Juez ó Tribunal competente si con ellos se perjudican derechos 
civiles. 

Una consulta elevada por la Diputación provincial de Barcelona 
ha dado lugar á la Real orden de 16 de Marzo de 1872, que trascri­
bimos y por ella se determina lo relativo á contratación y subasta 
de obrasjpúblicas. 

«Vista la consulta de la Diputación provincial de esa capital sobre la inte­
ligencia que debe darse á la ley de presupuestos y contabilidad provincial de 
1865, relativa á ejecutar obras de la provincia, y con especialidad á los artí­
culos 16 al 19 del reglamento dictado para su ejecución en cuanto se refiere á 
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las subastas, su declaración de urgencia, duplicidad, sitio y formalidades 
para celebrarlas, aprobación de remate y demás que regula la contratación 
de los servicios provinciales.—Visto el art. 14 de la ley provincial de 21 de 
Octubre de 1868, en su caso 8.°, que dispone son inmediatamente ejecutivos 
sin ulterior recurso los acuerdos de las Diputaciones que versan sobre la 
rectificación y construcción de caminos vecinales y su clasificación cuando 
hubiera conformidad con los Ayuntamientos : — Visto el núm, 21 del indicado 
artículo 14 que dice: «Serán también inmediatamente ejecutivos... su acuerdo.» 
— Visto el artículo 46 de la ley provincial vigente de 20 de Agosto de 1870, que 
¿ i c e : _ « E s de la exclusiva competencia interés provincial.»—Visto el artí­
culo 37 de la Constitución, según el cual la gestión de los intereses peculiares 
de los pueblos y de las provincias corresponde respectivamente á los Ayun­
tamientos y Diputaciones provinciales, con arreglo á las leyes. — Visto tam­
bién el art. 99 de la Constitución, en cuyo caso primero se deja á las Diputa­
ciones y Ayuntamientos el gobierno y dirección de los intereses peculiares 
de la provincia ó del pueblo por las respectivas corporaciones. — Conside­
rando que el objeto de las leyes citadas, posteriores á la revolución de Se­
tiembre de 1868, ha sido dar vida propia é independiente á la provincia y al 
municipio, desligándoles de las trabas que con las leyes centralizadoras im­
pedían el desarrollo de sus intereses morales y materiales, siendo conse­
cuencia de ellas el dejar alas Diputaciones la exclusiva competencia, gestión, 
gobierno y dirección de los intereses peculiares de las provincias, hallándose 
entre ellos el fomento en los caminos, canales de navegación y de riego y 
toda clase de obras públicas de interés provincial. —Considerando que dichas 
leyes no ponen trabas á las Diputaciones para llevar adelante las obras que 
consideren de utilidad á las provincias, sea cualquiera el importe de sus pre­
supuestos; pero sujetándose indudablemente para su ejecución, por mas que 
nada se diga, á las disposiciones vigentes en cuanto aquellas no se opongan, 
tales como las bases ó pliego de Condiciones para las contratas de obras 
públicas, ejecución de las obras, condiciones económicas y demás que pres­
cribe el Real decreto de 10 de Julio de 1861. — Considerando que las formali­
dades de la subasta tienden á llenarse cumplidamente con las condiciones de 
publicidad necesaria para que tenga Imitadores y no se perjudiquen los inte­
reses de las provincias con fraudes á que pudiera dar lugar la inobservancia 
en las disposiciones que rijan en el particular. — Considerando que los acuer 
dos tomados por la Diputación provincial, según el art. 47 de la ley de 20 de 
Agosto de 1870, hoy vigentes, en conformidad á lo dispuesto en el art. 46 de 
la misma son ejecutivos, sin perjuicio de los recursos establecidos en la 
misma: S. M. el Rey ha tenido á bien disponer que las Diputaciones provin­
ciales, tanto por la ley de 21 de Octubre de 1868, como por la de 20 de Agosto 
de 1870, pueden acordar por ser de su exclusiva competencia cuanto sea 
concerniente á la gestión, gobierno y dirección de los intereses peculiares 
de las provincias, ó sea el fomento de sus intereses materiales y morales, 
como caminos, canales de navegación y de riego y toda clase de obras públi­
cas de interés provincial, sujetándose en cuanto á ellas no se opongan, á las 
demás disposiciones sobre contratación y subasta.» 
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C A P Í T U L O X I X . 

Consejos provinciales. 

Aun cuando estos Consejos, mientras duró su existencia, no 
fueron verdaderas Autoridades, por mas que resolvían por si en 
ciertos y determinados asuntos, hemos creido que no faltábamos al 
plan que venimos siguiendo hablando de ellos en este lugar. 

Rigiéronse los Consejos provinciales por la ley de gobierno y 
administración de las provincias de 25 de Setiembre de 1863, la 
cual en la parte que nos interesa, les concedía las atribuciones 
siguientes: 

« A R T . 77. Los Consejos provinciales serán siempre consultados:—3.° So­
bre las autorizaciones que soliciten los Ayuntamientos para adquirir ó ena­
jenar bienes muebles [ó inmuebles, redimir censos, levantar empréstitos, 
hacer transacciones de cualquiera clase, aceptar donaciones ó legados que 
se hicieren al común ó á algún establecimiento municipal, y entablar ó sos­
tener litigios en nombre del Municipio. — 4.° Sobre nulidad de las reuniones 
y de los acuerdos de los Ayuntamientos. — 5.° Sobre la aprobación de los pre­
supuestos municipales que escedan de 100,000 rs .—7.° Sobre la imposición 
de servidumbres temporales que exijan las obras públicas, provinciales ó 
municipales. — 8.° Sobre la necesidad de ocupar temporalmente las fincas, ó 
aprovechar los materiales contiguos á una obra de utilidad pública, cuando 
los propietarios no se conforman con el parecer del ingeniero, —9.° Sobre la 
declaración de utilidad pública de una obra, y espropiacion forzosa á que 
diere lugar. —10 . Sobre conceder ó negar autorización para nuevos riegos, y 
demás obras que la necesiten en el cauce ó margen de los rios. — 1 1 . Sobre el 
establecimiento de fábricas, talleres ú oficios insalubres ó peligrosos, en los 
casos que determinen los reglamentos.—14. En todos los demás casos que 
determinen las leyes y reglamentos.» 

« A R T . 82. Los Consejos actuarán además como Tribunales contencioso-
administrativos. En tal concepto oirán y fallarán las cuestiones de este orden 
que se susciten con motivo de las providencias dictadas por los Gobernado­
res en la aplicación de las leyes, ordenanzas, reglamentos y disposiciones 
administrativas.» 

« A R T . 83. En virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, los Consejos 
provinciales oirán y fallarán cuando pasen á ser contenciosas las cuestiones 
relativas: — 1 . ° Al uso y distribución de los bienes y aprovechamientos pro­
vinciales y comunales. —2.° Al repartimiento y exacción individual de toda 
especie de cargas generales, provinciales ó municipales.— 3.° A la cuota con 
que corresponda contribuir á cada pueblo para los caminos en cuya cons­
trucción ó conservación se haya declarado interesados á dos ó mas. — 4.° A 
la reparación de los daños que causen las empresas de esplotacion en los 
caminos á que se refiere el párrafo anterior. —5.° A las intrusiones y usur-

* 
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paciones en los caminos y vias públicas y servidumbres pecuarias de toda 
c l a s e . — 6.° Al resarcimiento délos daños y perjuicios ocasionados por las 
obras públicas. — 7.° Al deslinde de los términos correspondientes á pueblos 
y Ayuntamientos, cuando estas cuestiones procedan de una disposición 
administrativa. — 8.° Al curso, navegación y flote de los rios y canales, obras 
hechas en sus cauces y márgenes y primera distribución de sus aguas para 
riegos y otros usos.—9.° A la insalubridad, peligro ó incomodidad de las 
fábricas, talleres, máquinas ú oficios y su remoción á otros puntos.—10. A la 
caducidad' de las pertenencias de minas, escoriales y terreros.—11. A la 
demolición y reparación de edificios ruinosos, alineación y altura de los que 
se construyan de nuevo, cuando la ley ó los reglamentos del ramo declaran 
procedente la via contenciosa.—12. A la inclusión ó esclusion en las listas 
de electores y elegibles para Ayuntamientos y Sindicatos de riego. —13. A los 
agravios en la formación definitiva del registro estadístico de fincas. —14. Ala 
represión de las contravenciones á los reglamentos de caminos, navegación 
y riego, construcción urbana ó rural, policía de tránsito, caza y pesca, 'mon­
tes y plantíos.» 

« A R T . 84. Se atribuyen por último el conocimiento y fallo de los Consejos 
provinciales, llegado el caso del artículo anterior, las cuestiones relativas:— 
1.° Al cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los contratos y rema­
tes celebrados con la Administración provincial para toda especie de servi­
cios y obras públicas del Estado, provinciales y municipales.— 2.° Al deslinde 
y amojonamiento'de los montes que pertenecen al Estado, á los pueblos ó á 
los establecimientos públicos, reservando las demás cuestiones de derecho 
civil á los Tribunales competentes. —3.° A la validez, inteligencia y cumpli­
miento de los arriendos y ventas celebradas por la Administración provin­
cial de propiedades y derechos del Estado y actos posteriores que de aquellos 
se deriven, hasta que el comprador ó adjudicatario sea puesto definitiva­
mente en posesión de dichos bienes » 

Eran los Consejos provinciales, en cierto modo, semejantes á 
las actuales Comisiones provinciales y prestaban dentro del sistema 
en que funcionaban, servicios análogos á los de aquellas. Importa 
observar, sin embargo, que se distinguían los Consejeros de los 
vocales de estas Comisiones, por las condiciones de competencia 
en los asuntos en que debían entender, que siempre reunían, por 
ser esta una condición espresa de su nombramiento. Los Consejos 
provinciales desaparecieron con el sistema político que acabó al 
tener lugar la revolución de Setiembre y fueron reemplazados en 
los asuntos contenciosos por las respectivas Audiencias. 

C A P I T U L O X X . 

Gobernadores civiles. 

Empezaremos también al analizar las atribuciones de los Go-
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bernadores, por ver las que les concedia la ley de 25 ¡de Setiembre 
de 1863, al igual que lo hemos hecho con las demás Autoridades 
provinciales. 

Según esta ley: 

« A R T . 4.° El Gobernador será la Autoridad superior en el orden adminis­
trativo y económico de cada provincia.» 

« A R T . 10. Corresponde al Gobernador de la provincia:—1.° Publicar, cir­
cular, ejecutar y hacer que se ejecuten en la provincia de su mando las leyes, 
decretos, órdenes y disposiciones que al efecto le comunique el Gobierno, y 
las de observancia general que se inserten en la Gaceta de Madrid. — 4.° Pro". 
poner al Gobierno todo lo que pueda contribuir al adelantamiento y des­
arrollo intelectual y moral de la provincia, y al fomento de sus intereses 
materiales en cuanto no alcancen sus facultades. — 5.° Cuidar de todo lo 
concerniente á la sanidad en la forma en que prevengan las leyes y regla­
mentos — 7.° Vigilar todos los ramos de la Administración pública en el 
territorio de su mando.» 

« A R T . 11. Para el buen desempeño de sus funciones deberá el Goberna­
dor de provincia: — 1.° Publicar los bandos de buen gobierno y disposiciones 
generales que sean necesarias para el cumplimiento de las leyes y regla­
mentos etc.— 2.° Suspender, modificar ó revocar conforme á las facultades 
quepara cada caso le concedan las leyes, los actos délas corporaciones, autori­
dades y agentes que de él dependan. — 7.° Suspender en casos urgentes á 
cualquier empleado de Gobernación, Hacienda y Fomento, dando cuenta in­
mediatamente al Ministro respectivo. —9.° Dar ó negar permiso paralas fun­
ciones públicas que hayan de celebrarse en el punto de su residencia, y 
presidir estos actos cuando lo estime conveniente.—10. Presidir, cuando lo 
crea oportuno, todas las corporaciones cuya inspección y vigilancia se le 
encargue "por las leyes.» 

Gomo aclaración, y aun amplificación de las disposiciones con­
tenidas en la citada ley, trascribimos varias órdenes particulares. 

Entre estas está el Real decreto de 17 de Octubre de 1863 que 
dice: 

« A R T Í C U L O 1.° Corresponde á los Gobernadores de las provincias, por 
delegación del Gobierno y ejerciendo la facultad que les concede la ley de 25 
de Setiembre de 1863, resolver por sí y con acuerdo de las Diputaciones ó 
Consejos provinciales, según los casos, todos los asuntos de interés provin­
cial ó municipal que no afecten directamente al interés general del Estado, ó 
cuyo conocimiento no esté espresamente cometido por una ley del reino á 
Autoridad superior.» 

« A R T . 3.° De las resoluciones dictadas por los Gobernadores en virtud de 
delegación, puede apelarse ante el Ministro del ramo respectivo, sin perjui­
cio de su cumplimiento, salvo cuando este se. suspenda por evitar perjuicio 
irreparable.» 

« A R T . 4.° Compete á los Gobernadores por delegación del Gobierno la 
aprobación de los presupuestos y cuentas municipales, oyendo precisamente 
al Consejo provincial respecto de aquellos cuyos ingresos ordinarios y es-
traordinarios esceden de la cantidad de 100,000 rs.» 

« A R T . 6.° Sin perjuicio de la aprobación definitiva del presupuesto pro-



— 225 — 
vincial, que se reserva el Gobierno, empezará á regir desde que lo hayan 
aprobado de común acuerdo los Gobernadores y Diputaciones provinciales.» 

« A R T . 21. Los Gobernadores tienen la alta inspección de los caminos 
provinciales; correspóndeles su conservación, régimen y policía....;» 

« A R T . 22. Los Gobernadores serán precisamente oidos respecto de la 
conveniencia de toda obra del Estado en las provincias, y ejercerán inme­
diata inspección y vigilancia en su ejecución.» 

H « A R T . 28. Si las Diputaciones acuerdan ejecutar con fondos de la provin­
cia obras que no sean vias de comunicación, corresponderá á los Goberna­
dores mandar formar los proyectos y aprobarlos, oyendo previamente á la 
Diputación y á la Junta provincial de Obras públicas, cuando el coste de las 
obras no esceda de 500,000 rs.» 

« A R T . 33. Los Gobernadores tienen el carácter de Delegados especiales 
del Gobierno cerca de todos los establecimientos públicos, oficinas y funcio­
narios que dependan de los Ministerios déla Gobernación, Hacienda y Fomen­
to, y muy especialmente en los establecimientos de beneficencia y correc­
ción.» 

Este decreto es digno de encomio, sobre todo atendido el régi­
men político dentro del cual fué espedido. 

El Real decreto de 1.° de Abril de 1868 amplió aun para deter­
minadas obras las facultades concedidas á los Gobernadores por el 
anteriormente analizado, y á este fin dice así: 

« A R T Í C U L O 1.° Se concede á los Gobernadores de las provincias las facul­
tades de aprobar los proyectos de carreteras provinciales y de caminos veci­
nales comprendidos en los respectivos planes aprobados, sea cualquiera el 
coste é importancia de los presupuestos, y oyendo siempre á las Juntas de 
Obras públicas creadas por Real decreto de 18 de Octubre de 1863. Se escep-
túan de esta disposición los proyectos de obras de fábrica cuyo importe esce­
da de 50,000 escudos, los cuales se elevarán al examen y aprobación del Mi­
nisterio de Fomento.» 

« A R T . 2.° Podrán asimismo los Gobernadores, consultando previamente 
á las Juntas provinciales de Obras públicas, aprobar los espedientes de cla­
sificación y de utilidad pública que respecto de dichas carreteras y caminos 
hayan de instruirse con arreglo á lo dispuesto en la ley de 22 de Julio de 
1857. Estos espedientes se incoarán únicamente en el caso de que sea nece­
saria alguna espropiacion forzosa.» 

. « A R T . 3.° Cuando las Juntas provinciales de Obras públicas no estén con­
formes con el parecer de los Gobernadores respecto de los proyectos y espe­
dientes cuyo examen se les comete por las disposiciones anteriores, se remi­
tirán estos á la resolución de dicho Ministerio.» 

« A R T . 4.° Siempre que sea precisa la espropiacion, se instruirán los 
espedientes oportunos con arreglo á la legislación vigente en la materia. La 
aprobación* de los mismos será también de la competencia de los Goberna­
dores, y solo en el caso de que no haya conformidad en el justiprecio de la 
finca ó de los daños que puedan inferirse por la obra, se elevarán aquellos á 

. la aprobación superior.» 

Aplaudimos estas disposiciones, si bien hubiéramos deseado 



— 226 — 
que fuesen estensivas á toda clase de obras públicas provinciales 
y municipales. 

Siguiendo el orden cronológico, nos corresponde ocuparnos de 
las atribuciones reconocidas á los gobernadores por el decreto 
ley provincial provisional de 21 de Octubre de 1868. Estas atri­
buciones consignadas en los artículos 81 y 82 de esta ley son las 
mismas de los' artículos 10 y 11 de la de 25 de Setiembre de 1863, 
por lo cual escusamos repetirlas. 

Insiguiendo el propio orden, señalaremos la del Ministerio de 
la Gobernación de 4 de Abril de 1869 que dice así: 

cd.a Corresponde al gobernador de la provincia la aprobación de los pla­
nos de apertura y alineación parciales de plazas y calles que acuerde la 
diputación, conforme á lo que espresa el párrafo 1.° del art. 16 de la ley orgá­
nica provincial; debiendo ser únicamente de la aprobación superior, según 
el párrafo 8.° del art. 17 de la propia ley, el emplazamiento de nuevas pobla­
ciones, ensanche de las existentes, planos generales de rectificación de po­
blaciones y orclenanzes de Policía urbana y rural; por lo cual no es necesario 
que'se eleven á este ministerio los espedientes de alineaciones parciales sino 
en el caso de que por cualquier causa el gobernador creyere conveniente 
consultar á la superioridad antes de dictar su aprobación. — 2.a Cuando para 
llevar á su ejecución los proyectos de apertura y alineación de calles no haya 
lugar á espropiacion forzosa, ya por las condiciones particulares del proyecto, 
ya por convenio de la municipalidad con los interesados en el pago de sus 
propiedades ó de los perjuicios que la reforma les cause, el espediente for­
mado para la aprobación y realización del proyecto quedará resuelto y ulti­
mado por el gobernador de la provincia; pero cuando haya lugar á dicha 
espropiacion, para verificar la cual ha de preceder la declaración de utilidad 
pública que compete decretar al poder ejecutivo, los espedientes se remitirán 
á la superioridad después de haber cumplido los trámites que espresa el 
art. 3.° de la ley de 17 de Julio de 1836. — 3.a Quedan subsistentes las disposi­
ciones que existian anteriormente, relativas á las condiciones que han de 
llenar los proyectos formados para las nuevas alineaciones, y todas las que 
regian sobre el mismo asunto y no se opongan á las contenidas en esta orden.» 

Sin perjuicio de ocuparnos, en otro lugar, de alineaciones, hare­
mos notar que, según la orden trascrita, se consideran en dos 
oeríodos distintos los espedientes de esta naturaleza, esto es; perío­
do de proyecto y período de ejecución. Aprueba siempre el gober­
nador en el primer período las alineaciones parciales, y solo lo hace 
en el segundo cuando no es necesaria la espropiacion forzosa. Por 
el. contrario, entiende el Gobierno en todos los casos en que ocurre 
la espropiacion y aprueba tan solo los proyectos de rectificación 
general, ensanche y formación de ordenanzas. Esto, que parece 
sencillo en teoría, puede ser de difícil realización en la práctica en 
determinados casos. En efecto, si por una parte se comprende que 
él Gobierno que haya de resolver para la declaración de utilidad 
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púbiica un espediente de alineación parcial, debe estar facultado 
para modificar el proyecto, por otra se cae en la contradicción de 
que sea este proyecto alterado después que el Gobernador usando 
de las atribuciones qué se le reconocen* le dio su aprobación ulti­
mando el espediente en cuanto á este estremo. Para que no se dé 
esta interpretación á la orden y por tanto no resurte ineficaz y 
absurda, no cabe otra solución que convenir en que, en todos los 
casos en que tiene el Gobernador facultades para aprobar, se en­
tiende que solamente se reserva el Gobierno el derecho de negar 
6 conceder la declaración de utilidad pública, mas no el de alterar 
el proyecto. 

Para dar por terminado este capítulo réstanos tan solo analizar 
la competencia de los Gobernadores en virtud de la última ley pro­
vincial de 20 de Agosto de 1870, que en la parte que la comprende 
dice así: 

«ART. 9.a Corresponde al Gobernador de la provincia como Jefe superior 
de la Administración: — 1.° Presidir sin voto, salvo lo dispuesto en el art. 62, 
las sesiones de la c o m i s i ó n provincial. — 2 . ° Autorizar sus actas. — 3.° Comu­
nicar y ejecutar los acuerdos de la Diputac ión y c o m i s i ó n , cuidando de su 
puntual y exacto cumplimiento. — 4.° Llevar el nombre y r e p r e s e n t a c i ó n de 
la provincia en todos sus asuntos judiciales, informes, correspondencia y 
comunicaciones de todo g é n e r o . — 5,° Inspeccionar las dependencias d é l a 
provincia y Ayuntamientos, comprobando el estado de sus cajas, archivos y 
cuentas, y cuidando de que sean cumplidas así las leyes y disposiciones 
generales, como los acuerdos de la Diputac ión y c o m i s i ó n . — 6.° Suspender 
la ejecución de los acuerdos cuando proceda s e g ú n esta ley.» 

«ART. 10. El Gobernador tiene la Presidencia de la Diputac ión provincial, 
sin voto, cuando asiste á sus sesiones » 

A estas atribuciones importa agregar las demás que constan en 
la citada ley y en la municipal* y que hemos trascrito al detallar 
las facultades de que respectivamente disfrutan los Ayuntamientos, 
las Diputaciones y las Comisiones provinciales. Corresponde, en 
efecto, en algunos casos al Gobernador la revisión de acuerdos y la 
suspensión de éstos en otros, según en su lugar queda espuesto, 
Por lo denlas^ corriendo ahora á cargo de las Diputaciones la ges­
tión, gobierno y dirección administrativa de las provincias, han 
quedado muy reducidas en esta parte las atribuciones de los Go­
bernadores. 
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C A P Í T U L O X X I . 

Gobierno superior. 

Habiendo enumerado, como lo hemos hecho hasta aquí, cuales 
son las atribuciones que respectivamente competen á los Ayunta­
mientos á las Diputaciones provinciales y á los Gobernadores de 
las provincias, dicho se está que quedan de hecho definidas tam­
bién' cuales son las facultades reservadas al Gobierno superior, 
porque es evidente que pertenece á la competencia de éste, cuanto 
referente á la administración pública, traspase los límites señala­
dos á aquellas Autoridades de inferior categoría. Sin embargo de 
esto, hacemos mención de algunas disposiciones que consignan 
mas concretamente estas facultades, y que á la vez ponen en evi­
dencia la organización de los poderes superiores. 

Divididos estos poderes en legislativo y ejecutivo, y prescin­
diendo por no hacer al caso, del primero, bastará dejar sentado que 
el poder ejecutivo lo ejerce en la Monarquía española la potestad 
Real por medio de sus Ministros responsables, quienes consultan, 
(cuando lo juzgan conveniente ó lo previenen las leyes), al Con­
sejo de Estado, además de otras corporaciones que se ocupan de 
ramos especiales, de algunas dejas cuales ó s,ea de las de carácter 
facultativo hemos hablado ya en lugar oportuno. 

Hasta una fecha reciente el negociado de Policía urbana y cons­
trucciones civiles ha dependido del Ministerio de la Gobernación, 
como lo prueba entre otras disposiciones, el acuerdo de las Cortes 
del año 1859 por el cual se aprobó un crédito con destino á la 
organización de un centro directivo de construcciones civiles en 
dicho ministerio. Por decreto de 25 de Abril de 1870 se ha dispuesto 
que aquel negociado pase al Ministerio de Fomento, á cuyo fin dice 
dicho decreto: 

« A R T . 5.° Pasarán á depender del ministerio de Fomento los negocio* 
relativos á construcciones civiles, emplazamiento de poblaciones, alineación 
de calles y plazas, ordenanzas de construcc ión , declaración de utilidad públi­
ca y espropiacion forzosa, sociedades de ausilios mutuos y academias de 
medicina y cirugía.» 

Como á disposiciones especiales encaminadas á determinar las 
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facultades del Gobierno en materia de Policía urbana y construc­
ciones citaremos: 

La ley de 17 de Julio de 1836 vigente sobre espropiacion forzosa 
que dice: 

« A R T . 3.° La declaración de que una obra es de utilidad pública, y el 
permiso para emprenderla, serán objeto de una ley siempre que para ejecu­
tarla haya que imponer una contribución que grave á una ó mas provincias. 
En los demás casos, será objeto de una Real orden etc.» 

La Real orden de 13 de Setiembre de 1859, hoy derogada por las 
modernas leyes municipal y provincial, que disponía: 

«Enterada la Reina ( q. D. g.) ...... etc. se ha servido mandar que cuando 
se manifieste oposición ó queja de los acuerdos de los Ayuntamientos en todo 
lo que se refiera á la formación de nuevas calles, pasadizos ó plazas, alinea­
ción de las antiguas y otras cualesquiera medidas de Policía urbana, eleven 
con su informe los espedientes por conducto del Gobernador al Gobierno de 
S. M. para que este, oyendo al Consejo de Estado, á la Real Academia de 
nobles artes de San Fernando, y á la Junta consultiva de Policía urbana y 
edificios públicos, según los casos, proponga lo que tenga por conveniente á 
ja Soberana resolución.» 

Y también todas las leyes y demás disposiciones citadas en los 
capítulos anteriores de éste título, de las cuales recordaremos aquí 
solamente las que están vigentes y son: 

El art. 71 de la ley municipal de 20 de Agosto de 1870, el cual 
previene que las Ordenanzas municipales de Policía urbana y 
rural que los Ayuntamientos acuerden, se eleven al Gobierno para 
su aprobación en aquellos puntos en que quizá esté en desacuerdo 
el Ayuntamiento con el Gobernador y la comisión provincial. 

El art. 80 de la propia ley, que hace necesaria la aprobación del 
Gobierno en los contratos que celebren los Municipios relativos á 
bienes inmuebles (que no sean los esceptuados en el mismo artí­
culo) derechos reales y títulos de la Deuda. 

Los artículos 164 y 166 que reservan al Gobierno la resolución 
de los acuerdos de los Ayuntamientos que hayan sido suspendidos 
por ser tomados en asuntos que no son de la competencia de éstos. 

El art. 50 de la ley provincial que concede el recurso de alzada 
para ante el Gobierno contra los acuerdos de la Diputación y comi­
sión provincial tomados en asuntos de su respectiva competencia. 

Y el art. 53 de la misma, que encomienda también al Gobierno, 
con audiencia del Consejo de Estado, la resolución de los acuerdos 
de las espresadas Corporaciones que hayan sido suspendidos por 
el Gobernador. 
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LIBRO TERCERO. 
OBRAS PÜBICAS. 

T Í T U L O P R I M E R O . 
Edificios destinados á servicios de la Adminis­

tración. 

Consideraciones generales. 

El Estado, la provincia y el municipio necesitan poseer edificios 
en donde prestar los diversos servicios públicos que á estos tres bra­
zos de la administración están por las leyes encomendados. A ella 
incumbe, pues, dictar reglas para el debido orden en la construcción 
de esta clase de edificios, así como para señalar las condiciones á que 
los mismos deben responder y los requisitos que á este efecto han 
de llenar. En el presente Título nos ocuparemos tan solo de los 
edificios destinados á dichos servicios, dejando para el siguiente 
tratar de los edificios, obras y trabajos, que siendo también públi­
cos, pertenecen al dominio y uso de la generalidad. Porque importa 
establecer la verdadera distinción entre unos y otros, que consiste 
en que, costeándose todos de los fondos generales del Estado, de la 
provincia, ó del municipio, sirven los segundos para uso directo 
é inmediato del público, al paso que no le es permitido á éste dis­
poner de los primeros, sino en cuanto al servicio especial que pres­
tan y para el cual están esclusivamente destinados. Así, pues, por 
ejemplo, mientras el público todo transita por calles, plazas y 
paseos, tan solo una parte de él se sirve de ordinario de la Casa 
Consistorial, como otra parte utiliza las Escuelas, etc. 
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Prescindiremos aquí de la declaración previa de utilidad pública 

y de su consecuencia inmediata la expropiación forzosa, que á las 
veces se hace necesaria aplicar á terrenos de particulares para en 
ellos emplazar edificios públicos, por cuanto consideramos que el 
estudio de esta materia tiene mas señalado lugar en el Título 2.° de 
este mismo Libro. Por lo tanto supondremos en todos los casos que 
pasamos á analizar, dueña ya la administración de los solares nece­
sarios para la construcción de sus edificios, importándole ocuparse 
únicamente de formular los proyectos y de construir las obras. 

C A P Í T U L O P R I M E R O . 

P r o y e c t o s , con t ra tas y obras . 

L 

Redacción de proyectos. 

i La redacción de proyectos de obras urbanas no ha obedecido en 
cuanto á su forma y modo de presentación á regla alguna fija hasta 
estos últimos años. Cada íacultativo los presentaba de la manera 
que juzgaba mas conveniente, sin observar uniformidad ninguna 
entre ellos, ni en cuanto al número y clase de documentos, ni con 
relación á la escala de los mismos, ni tampoco con respecto á los 
signos convencionales, clase y tamaño de papel, etc. No bien empe­
zó á reglamentarse el ramo de Construcciones civiles á favor de la 
creación de la Junta consultiva de Policía urbana y edificios públi­
cos, se reconoció la necesidad de establecer en lo posible aquella 
uniformidad, dentro sin embargo de límites prudentes que conve­
nia respetar, para que no trascendiera en lo mas mínimo hasta el 
fondo y esencia de los trabajos. Esta uniformidad es útil para 
lograr el esmero en la redacción de los espresados proyectos, lo es 
también para facilitar su examen á quien con frecuencia se ve obli­
gado á ello, y contribuye mucho por medio de la fijación de esca­
las, á ejercitar á los facultativos, quienes aprecian en el papel con 
mayor acierto las dimensiones que para los distintos elementos de 
sus obras proyectan. 

Lográronse estos resultados con la Instrucción dictada por la 
Dirección general de administración local en 16 de Marzo de 1860 
que á la letra dice así: 



— 233 -
Instrucción para la redacción de proyectos, presupuestos 

y pliegos de condiciones relativos á la policia urbana 
y edificios públicos. 

«Programa.—A la redacción de todo proyecto de construcción, ensanche 
ó apropiación, deberá preceder un programa razonado firmado por el centro 
superior correspondiente, en el que se indicarán todos los requisitos del edi­
ficio proyectado, y contendrá principalmente: — 1.° El número, al menos apro­
ximado de los individuos que deban habitarlo ó frecuentarlo. — 2.° El número, 
clase é importancia de las salas necesarias para los usos comunes ó parti­
culares.—3.° Las condiciones especiales que reclamen el objeto á que se 
destine el edificio. —Este programa sin embargo deberá dejar al arquitecto 
encargado de la redacción del proyecto la latitud conveniente en la elección 
de las disposiciones para el conjunto y detalles, lo mismo que acerca del 
carácter y estilo arquitectónico.—El programa espresará igualmente el límite 
de la cifra á que deberá elevarse el presupuesto. —Los programas acordados 
y visados por los alcaldes ó gobernadores, según los casos, deberán unirse 
á los proyectos que se remitan al examen y aprobación del Ministerio. — Los 
programas podrán remitirse previamente al mismo Ministerio, cuando las 
autoridades lo juzguen necesario, con objeto de que los examine y manifieste 
las reformas convenientes de que sean susceptibles antes de la formación 
del proyecto. — Cuando la formación de éste sea el resultado de un concurso 
y se refieran á trabajos que hayan de ejecutarse con fondos del Estado ó pro­
vinciales, en el programa se expresará que los proyectos de todos los [con­
currentes, examinados previamente por las autoridades locales, se remitirán 
al ministerio correspondiente para el examen definitivo por la junta.» 

«Proyectos.—Cuando se trate de un establecimiento nuevo, sedará á cono­
cerla situación del sitio elegido respecto ala ciudad en que ha de ejecutarse. 
—Si el plano general de alineaciones estuviese aprobado, bastará al efecto re­
mitir la copia de este plano. —En caso contrario, deberá presentarse el de la 
ciudad ó del barrio, é indicar las distancias de los puntos extremos de aquella, 
acompañando el plano de los terrenos sobre los que se intente edificar y de 
los comprendidos en el radio mínimum de 50 metros, acompañándolos de la 
nivelación por curvas de un metro en un metro. — Cuando se trate de modi­
ficar algún edificio existente, sea demoliéndole total ó parcialmente para sus­
tituirle con nuevas construcciones, se dibujarán los planos, elevaciones y 
secciones de su estado actual, á fin de que se pueda reconocer si el edificio 
no presenta partes que convenga conservar porque tenga mérito artístico ó 
histórico, y se darán además las noticias necesarias sobre el estado de su 
construcción y sobre los motivos de las modificaciones ó demoliciones pro­
puestas. — En general todos los proyectos constarán: — 1.° De una memoria 
descriptiva. —2.° Del plano general en la escala de cinco milímetros por 
metro, indicándose con exactitud la orientación sobre este plano así como 
en el siguiente. —3.° Planos detallados de los cimientos, de los sótanos, de 
la planta baja y de los diferentes pisos y tejados en la escala de 10 milímetros 
por metro.—4.° De diferentes elevaciones ó fachadas, principal, lateral y 
posterior en la misma escala de 10 milímetros.—5.° De diferentes cortes ó 
secciones longitudinales y trasversales en la misma escala de 10 milímetros. 
— Los planos se dibujarán en papel tela, de un ancho igual á la menor dimen­
sión de un pliego de papel ordinario, y-con la longitud necesaria plegándose 
de manera que queden reducidos al tamaño de medio pliego, que es el que 
han de tenerlos demás documentos. Después de doblada cada hoja del plano 
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al tamaño cspresaüo, deberá escribirse en la cara que quede Visible, su 
título, que designe claramente el numero de la hoja y lo que contenga. Pero 
cuando la extensión de un proyecto sea demasiado excesiva para la escala 
de 5 milímetros, podrá reducirse á la de 2 milímetros y medio; y los planos 
generales detallados, cortes y elevaciones á 5 milímetros; acompañando ade­
más los detalles precisos de los edificios principales en la escala espresada 
de 1 centímetro por metro. Contendrán además todos los precios de cons­
trucción y decoración y particularmente los de las canales, bajadas ú otros 
medios de salidas de aguas, los tubos y bocas de chimeneas, cornisas, capi­
teles, plintos, etc., en la escala de 20 milímetros por metro. Todos estos dibu­
jos se ejecutarán con cuidado, exactitud y precisión, indicándose las cons­
trucciones de los muros, de manera que se vea á primera vista la clase de 
materiales que se traten de emplear, como piedra, cascote,, ladrillo, madera, 
hierro, etc., acotándose sus dimensiones y detallando su disposición, así 
como la de las cadenas, tirantes y otras armaduras de madera, hierro, etc. 
Las escalas que deberán arreglarse al sistema métrico, se trazaran sobre 
cada hoja; y el destino de los diferentes locales se indicará á la derecha de 
cada uno de estos, ó por medio de una relación con letras ó cifras de re­
ferencia.— Los colores convencionales empleados en los edificios serán: 
negro para las construcciones antiguas, y que se conserven: carmín para las 
construcciones nuevas y que se agreguen: amarillo para las construcciones 
demolidas y suprimidas. Las elevaciones y cortes permanecerán delineados 
sin sombras ni aguadas. Unicamente en las secciones, en el interior de los 
muros de las construcciones conservadas, se empleará el negro ó gris. En 
casos especiales, á la redacción definitiva podrá preceder la de un antepro­
yecto, redactado en menor escala, y aprobado que sea este se formará el 
definitivo, arreglado á las escalas y condiciones anteriormente fijadas.» 

«Memoria. — La memoria descriptiva deberá comprender una exposición 
detallada de la naturaleza y clase de las construcciones que se proyectan, ra­
zones que motivan la situación de la planta, su distribución, decoración, clase 
y condiciones de los materiales, orden de los trabajos, precauciones y medi­
das especiales que deberán tenerse presentes en la ejecución, puntos ó loca­
lidades de donde deberán extraerse ó adquirirse los materiales, razones que 
justifiquen el empleo de unos en lugar de otros, fórmulas y cálculos que se 
empleen para el espesor de los muros, para las piezas de las armaduras, pies 
derechos, etc., época en que deben estar terminadas las obras y cuantas 
observaciones juzgue oportunas el autor del proyecto, para dar una idea 
exacta y completa de los motivos que justifiquen la redacción del proyecto.» 

«Presupuestos.—Los presupuestos deberán comprender: — 1.° Un estado 
del precio de los jornales en la provincia ó localidad de las diferentes clases 
de operarios. — 2.° Otro del coste de los materiales por unidad métrica.— 
3.° Estado del precio medio á que resultan las diferentes unidades de obra, con 
la aplicación de los precios señalados con los estados anteriores. — 4.° Esta­
dos en que se lijen las diferentes dimensiones de cada parte de las obras con 
el resultado de su cubicación, presentando cada uno de estos para la misma 
clase de materiales, con separación para cada piso en cada uno de estos para 
los diferentes elementos del proyecto, como muros de fachada, de mediane­
ría, de cornisas, tabiques, etc., etc. —5.° Aplicación de los precios medios á 
las cubicaciones de los estados anteriores, de manera que aparezca con cla­
ridad, el coste de las diferentes obras. En caso de demolición de un edificio 
antiguo se acompañará la cubicación y coste del derribo, que se añadirá al 
importe de ios trabajos nuevos; y por otra parte el de los materiales antiguos 
procedentes de la demolición que puedan volverse á usar, que se deducirán 
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del primero. En fin, en todos los casos el presupuesto se redactará de manera 
que se vea en una sola cifra el importe total de los gastos de las obras y por 
separado el de cada parte según la naturaleza y la importancia de la empre­
sa, expresándose al propio tiempo el grado de urgencia de cada una de ellas.» 

«Pliego de condiciones.—Todos los proyectos deberán comprender dos 
pliegos de condiciones, uno facultativo, y otro económico. En el facultativo 
deberán constar las que debe observar el contratista para la buena ejecución 
de los trabajos, estableciendo en él la naturaleza de los materiales que deba, 
emplear, la fabricación de morteros, enlucidos etc., la clase de lavia para la 
sillería, el sistema de guarnecidos, de obras de madera, hierro ó vidriería, el 
número y clase de la pintura, el orden que ha de seguirse para los trabajos, 
el modo de ejecutar la apertura de cimientos, proveyendo la manera de pro­
ceder si fuesen mayores ó distintos de los calculados, la época para la recep-

, cion provisional y el plazo de la conservación hasta la definitiva, debiendo 
además incluirse en ellas todas las que puedan tener aplicación de las gene­
rales de obras públicas de 18 de Marzo de 1846, y todas cuantas prescripcio­
nes se juzguen convenientes por el autor del proyecto para la mejor ejecu­
ción de las obras. En el pliego de condiciones económicas se fijarán el orden 
y método para la adjudicación, la fianza para tomar parte en la subasta, la 
que deba presentar el que resulte adjudicatorio, y que será siempre en me­
tálico, ó papel del Estado, la forma y épocas del pago; en fin, las condiciones , 
excepcionales que la naturaleza especial ele la operación podrán reclamar.» 

«Proyectos y pliegos suplementarios.—Reconocida la necesidad de mo­
dificar ó adicionar los proyectos aprobados, se remitirán previamente otros 
suplementarios en las mismas formas que las determinadas anteriormente, 
acompañados de los proyectos y pliegos ya aprobados, y espresándose con 
exactitud las causas y motivos de las modificaciones ó adiciones propuestas. 
También se acompañarán las órdenes comunicadas para este efecto por las 
autoridades, y las autorizaciones correspondientes.» 

«Proyectos que se presenten á consecuencia de observaciones ante-
• riores de la junta sobre los ante-proyectos.—Estos proyectos no solo sa­

tisfarán á las condiciones precedentes sino que además:—1.° Representarán 
los proyectos primitivos acerca de los cuales haya informado la Junta. — 2.a 

Darán todas las esplicaciones necesarias sobre la manera como se ha satisfe­
cho á estas observaciones, y—3.° En caso necesario los motivos por los que 
no se hayan podido cumplir. Todos los proyectos y pliegos llevarán la fecha 
y la firma de los arquitectos que los hayan redactado, y el V.° B.° de las auto­
ridades locales.» 

En el preámbulo que á la Instrucción trascrita precede, se dice 
redactada ésta, ínterin se publiquen los formularios á los cuales 
deben arreglarse los proyectos referentes á los edificios públicos. 
Esto no ha tenido, sin embargo, lugar más que para los proyectos de 
cárceles, de los cuales tendremos ocasión de hablar al ocuparnos 
de esta clase de edificios, y si bien en varios documentos oficiales 
hemos visto'citados otros modelos para escuelas, no han llegado á 
nuestras manos, ni tenemos noticia dé que se hayan circulado. Hu­
biéramos sentido que se hubiese persistido eaeste sistema, preten­
diendo que los edificios públicos de igual naturaleza fueran todos 
calcados sobre, una misma matriz. Si esto se hace y hasta se com-
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prende en las obras de poca importancia del ingeniero, como son al­
cantarillas, atarjeas, etc., y no tampoco sin escepcion, seria un con­
trasentido aplicarlo á las del arquitecto, en las cuales además del 
genio del artista, entran por mucho las condiciones de localidad, ya 
con respecto á la peculiar naturaleza de los materiales, ya con rela­
ción á las condiciones de emplazamiento y ya también en cuanto á 
los usos y costumbres de aquella. Es indispensable ser muy parco 
respecto á este punto, pues de lo contrario, además de matar al ge­
nio y desconocer cuanto constituye el carácter y la esencia del arte 
arquitectónico, lo que se lograria no seria otra cosa que llegar á un 
absurdo de imposible realización. 

En la parte de dicha Instrucción que se refiere al Programa se 
señala para los proyectos una tramitación que no está conforme 
con la vigente hoy dia, ni de un modo absoluto lo estaba con la que 
regia en la época en que aquella se redactó. Abrigamos en este 
p*unto la idea de que en la provincia ha de acordarse la aprobación 
de los proyectos, debiendo concretarse el Poder central á dictar las 
reglas generales que hayan de tomarse en cuenta en la redacción de 
los espresados programas. Por último, en el Pliego de condiciones 
conviene suponer sustituida la cita de las condiciones generales de 
obras públicas de 18 de Marzo de 1846 por las mas recientes de 10 
de Julio de 1861, cuyo decreto es postenor á la fecha de la Instruc­
ción. 

Todos los proyectos se formulan por duplicado, á pesar de río 
estar aquí terminantemente prescrito, por la necesidad de que una 
de las copias obre en el centro administrativo inspector ó interven­
tor, reservando la otra para el ejecutor. En el artículo 26 del regla­
mento de arquitectos provinciales de 14 de Marzo de 1860, se pre­
viene que los proyectos que requieren la aprobación del Gobierno 
deberán remitirse por duplicado, cuya disposición se entiende gene­
ralizada para todos los casos, aun cuando no deban salir de la pro­
vincia, por ser ésta la mejor garantía para averiguar si han sido 
exactamente seguidos en la ejecución de las obras y si las condi­
ciones de contrata se han cumplido tal cual fueron aprobadas. 

La precisión y claridad con que dicha Instrucción está redac­
tada, nos dispensa de otros comentarios. No podemos, sin embargo, 
dejar de encarecer su utilidad é importancia, haciendo especial­
mente notar las muchas ventajas que resultan de aquellas de sus 
prescripciones que se refieren al método en los presupuestos, así 
como á figurar en éstos por separado los diversos grupos ó partes 
en que las obras son susceptibles de ser divididas, lo cual propor­
ciona la realización parcial de ellos en los casos en que la escasez 
de recursos no permite de una vez llevar á cabo el conjunto. 
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Una Real orden de 20 de Mayo 1866 dispone la previa forma­

ción de ante-proyectos para obras de cierta importancia, fundán­
dose para ello en que, cuando estos trabajos deben someterse á la 
consulta de funcionarios ó corporaciones facultativas, seria per­
der un tiempo precioso emplearlo en aquello que quizás haya de 
sufrir notables variaciones por resultado de dicha consulta. 

El sistema de la previa presentación de ante-proyectos lo con­
sideramos recomendable en muchos casos, siéndolo en mayor escala 
cuando se trata de concursos públicos, en los cuales, mas que el 
mérito en el detallado estudio del proyecto, se busca en la idea 
capital ó sea la concepción del mismo, de cuyos certámenes aleja 
sin duda la concurrencia, la circunstancia de tener necesidad de 
emplear largo tiempo y no escaso trabajo material para presentarse 
á ellos. 

Otra Real orden de 29 de Julio de 1864 recuerda y encarece la 
formación de presupuestos adicionales siempre que no baste á 
cubrir el importe de las obras el presupuesto aprobado. 

En efecto, todo facultativo encargado de la dirección de una 
obra tan solo está autorizado para invertir en ella el importe del 
presupuesto que previamente ha calculado para la misma. Así, 
pues, tan pronto como circunstancias que fueron imprevistas en 
el estudio del proyecto, ponen en evidencia la necesidad de un ma­
yor gasto, es obligación del arquitecto formular un presupuesto 
adicional, cuya obligación se hace indeclinable tratándose de obras 
públicas, puesto que en buena administración, á todo gasto debe 
preceder la aprobación por la Autoridad competente del presu­
puesto del mismo. 

Esta restricción se ha llevado con un rigor matemático, en lo 
cual, á nuestro entender, hay una palmaria exageración, ya que no 
es dable exigir tal rigorismo en el cálculo de los presupuestos. El 
mas afamado facultativo, el que mayor práctica reúna en la cons­
trucción de obras por contrata, olvida á lo mejor pequeños acci­
dentes de ellas, introduce variaciones, si bien sean insignificantes, 
por razón del mejor estudio que haga del proyecto al llevarlo á 
cabo, y halla por resultado de la medición de los trabajos, que éstos 
han sufrido aumento ó disminución en cuanto á las unidades de 
obra al compararlo con las cubicaciones sobre que ha fundado dicho 
presupuesto. Cualquiera de estas circunstancias es bastante para 
dar lugar á la presentación de un presupuesto adicional, el cual 
por otra parte no puede hacerse antes de ejecutar las obras que lo 
motivan, por razón del carácter de éstas, sino cuando las mismas 
están ya realizadas. De aquí resulta lo ridículo de aprobar en forma 
de presupuesto cantidades invertidas, y lo desairado y compróme-
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tido que quedaría el arquitecto, si cual procede en buena lógica, se 
negase aquella aprobación. Tal situación seria fácilmente reme­
diada por medio de la consignación en los presupuestos primitivos 
de una partida en el concepto de gastos imprevistos, que podría 
por ejemplo ascender á un seis por ciento del importe total, cuya 
partida se reservara la Administración para ser entregada al con­
tratista en el único caso de que fuera necesario invertirla en obras 
no calculadas. Con esto se dejaría la formación de presupuestos 
adicionales para ocasiones muy especiales, en las que se introduje­
ran en los proyectos variaciones de consideración. 

Hoy dia únicamente es permitido señalar en los presupuestos, 
además de los resultados de la cubicación, un catorce por ciento á 
favor del contratista con arreglo á lo prevenido en la Real orden de 
7 de Diciembre de 1863, espedida por el Ministerio de la Goberna­
ción y redactada en la forma siguiente: 

«En vista del espediente instruido á fin de determinar las partidas que 
' deben constituir los presupuestos de las obras públicas del Estado, provin­
ciales y municipales, dependientes de este Ministerio; y considerando que, 
anunciadas las snbastas de dichas obras, sucede con frecuencia que no pro¿ 

duce efecto la publicación por falta de licitadores, consistiendo muchas veces 
este retraimiento en que, formados los presupuestos con arreglo á la cubica­
ción exacta de las obras y fijándose rigorosamente los precios elementales 
de cada unidad, no se tienen en cuenta los gastos relativos á la administra­
ción y á la dirección facultativa de los trabajos, ni los beneficios con que se 
debe retribuirla industria y el adelanto de capitales, la Reina (q. D. g.) oido 
el parecer de la Junta consultiva de Policía urbana y edificios públicos, ha 
tenido á bien disponer que en lo sucesivo se comprendan en dichos presu­
puestos, además del precio de los materiales, útiles, efectos y gastos de eje­
cución, las partidas siguientes: por gastos imprevistos se abonará el tres por 
ciento, por dirección y administración el cinco, y por el beneficio industrial 
(comprendido el interés del capital adelantado) el seis: en la inteligencia de 
que la denominación de imprevistos no podrá aplicarse á los aumentos de 
obra producidos por el mayor número de unidades que, respecto de las con­
signadas en el presupuesto, resulten después de hechas las construcciones, 
sino que se referirá esclúsivamente á los pequeños gastos no previstos en la 
composición de precios.» 

Al contenido de la trascrita Real orden conviene observar: 
1.° Que es justo el abono de un seis por ciento al contratista 

por razón del interés del capital invertido en las obras, aun cuando 
hubiera sido quizás mas razonable que en vez de abonarlo sobre el 
importe-total, se liquidara en cada valoración parcial por el espa­
cio de tiempo trascurrido desde la anterior, supuesto para un año 
al seis por ciento, y deduciendo el tipo asignable en relación'á 
aquel tiempo. 2." Que el tres por ciento de imprevistos parece exa­
gerado, sobre todo en obras de crecido presupuesto, toda vez que 
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no se destina á sufragar eseeso alguno en la cantidad de obra, sino 
á indemnizar los descuidos que se hayan podido padecer en el cál­
culo de composición de precios unitarios; y 3.° Que si bien es con­
veniente la consignación de un cinco por ciento en el concepto de 
la dirección y administración de las obras por parte del contratista, 
es necesario tomar en cuenta que por la Administración se hace 
preciso costear también haberes de vigilancia facultativa al subal­
terno ó subalternos que, en representación del arquitecto, estén 
al cuidado inmediato de la construcción. Mas si esto es factible 
en obras de primer orden en cuyos presupuesto se cuenta ordi­
nariamente con la necesidad de personal bastante dependiente de 
dicho arquitecto, no sucede asi, sin embargo, en las de pequeña 
importancia, en las cuales á pesar de que este personal (aunque 
reducido) es indispensable también, no hay medio para consignar 
en presupuesto sus honorarios, pues seria gravarlo escesivamente 
con gastos generales,, siendo además engorroso y hasta poco útil, 
que al cuidado de las obras de esta clase se hallen, amen del autor 
del proyecto, otros-dos facultativos, á saber uno en representación 
de éste y otro en la del contratista. Para obviar tales inconvenien­
tes creemos que pueden reducirse ambos facultativos á uno solo, á 
cuyo objeto basta hacer intervenir aquellas dos entidades en su 
nombramiento con solo consignar á este ñn en los pliegos de con­
diciones, la siguiente, ú otra semejante. 

« Conforme á lo prevenido en la Real orden de 11 de Agosto de 
1865 es obligación del contratista tener al cuidado de la obra un 
facultativo competente, quien estará encargado de interpretar el 
proyecto procurando su exacta ejecución, y de dirigir la materiali­
dad de los trabajos, siendo responsable civil y criminalmente de 
los accidentes que por defectos ó erradas maniobras pueden ocur­
rir. Para la elección de este facultativo se pondrá de acuerdo el con­
tratista con el arquitecto-inspector, quien espedirá el nombramien­
to, le comunicará sus órdenes y podrá disponer su separación 
siempre que lo creyere conveniente. Los honorarios que el mis­
mo devengue los cobrará del espresado contratista, á cuyo fin por 
este concepto y por administración se le asigna á aquel en el pre­
supuesto el cinco por ciento del importe de los trabajos, según está 
dispuesto por Real orden de 7 de Diciembre de 1863.» 

La Real orden que hemos citado de 11 de Agosto de 1865 es esta: 

«En vista del expediente instruido sobre responsabilidad del arquitecto 
de la provincia de Badajoz, á consecuencia del hundimiento que con muerte 
de tres operarios, tuvo lugar en una zanja del colegio de internos del Insti­
tuto de la referida población y considerando: 1.° Que dejándose de interpretar 
fielmente el espíritu y la letra de los números 4.°, 5.° y 0.° del art. 7.° del Real 
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decreto y reglamento de 14 de Marzo de 1860, Y no siendo costumbre el con­
signar en los pliegos de condiciones la obligación que contrae todo contra­
tista de tener al frente de las obras un facultativo con la aptitud, capacidad 
é inteligencia necesarias para dirigir los trabajos y efectuar aquellas con 
entera sujeción al proyecto, suele encomendarse el desempeño de tan im­
portante cargo directivo á personas que carecen de las cualidades expresa­
das, dándose ocasión á lamentables sucesos; y 2.° Que los citados artículos 
determinan claramente los casos en que los arquitectos provinciales deben 
dirigir, y aquellos en que solo les corresponde inspeccionar, sobreenten­
diéndose que deben ser directores en las obras que se hacen por adminis­
tración y meros inspectores en las que se llevan á efecto por contrato, ex­
ceptuándose en el primer caso las municipales, cuando los Ayuntamientos 
tienen arquitecto propio, la Reina (q. D. g.), á fin de que no se confúndanlas 
atribuciones y deberes de estos distintos cargos, ni pueda eludirse nunca 
la responsabilidad que puede resultar en su desempeño, ha tenido á bien 
disponer, que se exija siempre á los contratistas de las obras, el que las eje­
cuten bajo la dirección de un facultativo competente, y que al efecto se con­
signe dicha obligación en los pliegos de condiciones que se formen para las 
subastas.» 

La calificación de meros inspectores que en esta disposición se dá 
á ios arquitectos, no parece lamas propia para designar al faculta­
tivo que, además de ser el autor del proyecto, debe como á tal 
estudiar y facilitar todos los detalles para la ejecución del mismo, 
ha de dictar las debidas instrucciones á este fin y debe redactar las 
mediciones y liquidaciones de las obras; cuya misión es por tanto 
mas complicada, sin duda, que la de un mero inspector, como pue­
de apellidarse á quien vigila la realización de una obra proyectada 
por otro facultativo y por él solamente examinadav 

II. 

Condiciones generales para las contratas de obras 
públicas. 

Por razones que no atinamos ni sabemos adivinar, cuando en 
nuestro país se trata de Obras públicas se comprenden únicamente 
las de caminos, canales y puertos, como si no lo fueran también las 
que dependen de la Policía urbana, las cuales á su vez suelen cali­
ficarse con el nombre especial de Construcciones civiles que eviden­
temente conviene asimismo á las primeras. A nuestro entender 
fuera mas lógico adoptar como á denominación genérica la de Obras 
públicas en contraposición á las de particulares, distinguiendo en 
elki la subdivisión en Caminos, canales y puertos para las que reqme-
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ren la ciencia del ingeniero y en Policía urbana las que á los arqui­
tectos se refieren. Aquella interpretación reconoce su origen en la 
distinta dependencia que en el orden administrativo se halla seña­
lado en el Gobierno de la nación, toda vez que entienden en obras 
civiles cuatro distintos ministerios que son Gobernación, Fomento, 
Gracia y Justicia y Hacienda. Es verdad que en parte se ha reme­
diado este mal por decreto de 25 de Abril de 1870, en cuyo artículo 
5." se dispone el pase al Ministerio de Fomento del negociado de 
Policía urbana dependiente hasta dicha fecha del de Gobernación, 
mas para cortarlo de raíz opinamos que seria altamente conve­
niente la reunión en un mismo centro administrativo del ramo de 
construcciones civiles al que, como hemos dicho, le convendría 
el nombre genérico de Obras públicas. 

Como la reglamentación de Policía urbana cuenta menos tiempo 
de existencia que la de caminos, de aquí que la administración de 
este ramo (que también es infinitamente mas sencilla que la de 
aquel) se halle en posesión de algunas disposiciones, que por no 
tenerlas especiales el primero, se aplican al mismo en lo que de 
aplicable tienen. En este caso se encuentran las condiciones gene­
rales, que después de redactadas y mandadas observar por Real 
orden de 18 de Marzo de 1846, fueron modificadas por Real decreto 
de 10 de Julio de 1861. Sin embargo, para mayor inteligencia, damos 
cabida á ambas disposiciones, ya que según se ha visto,rviene citada 
oficialmente la primera de ellas en la Instrucción para la redacción 
de proyectos de Policía urbana. 

Condiciones generales para las contratas de obras públicas 
de caminos, canales y puertos, aprobadas por Real orden 
de 18 de Marzo de 1846. 

« A R T Í C U L O 1.° Ninguno podrá ser admitido en la subasta sin reunirías 
cualidades necesarias para ejecutar por su cuenta las obras y afianzar la 
seguridad de su buena construcción. — Para llenar la primera de estas con­
diciones solo serán admitidos como licitadores los que presenten documentos 
que comprueben su posibilidad de prestar la conveniente fianza. — Garanti­
zarán igualmente la buena construcción de las obras, ya sea presentando el 
título ó la certificación que acredite su capacidad para dirigirlas por sí mis­
mo, ya sea obligándose á confiar su ejecución á personas facultativas prác­
ticas en las de que se trate, ya justificando su buen cumplimiento en otras 
contratas de la misma especie.—Además, la persona que haya de tomar 
parte en la subasta, deberá depositar, antes de principiar el acto, la cantidad 
que se fijará previamente, según la importancia de la obi*a.» 

« A R T . 2.° Terminada la subasta, la persona á cuyo favor haya sido adju­
dicada la ejecución de las obras presentará por vía de fianza un veinteavo de 
su importe, cuya suma se depositará antes de otorgar la escritura, en el 
punto y en las especies que para cada caso se determinen en el anuncio de 
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la subasta, conforme á lo dispuesto en el art. 13 de la Instrucción de Obras 
públicas aprobada por Real decreto de 10 de Octubre de 1845.» 

« A R T . 3 .° Si después de aprobada la contrata se reconociese la necesidad 
ó conveniencia de hacer algunas variaciones en el proyecto ó el presupuesto, 
y se revistiesen de la autorización competente, el contratista deberá confor­
marse, en el concepto de que se valuará el importe de las variaciones, sea en 
más, sea en menos, á prorata, según el precio de la contrata, sin que en caso 
de reducción tenga derecho á reclamar ninguna indemnización á pretesto de 
pretendidos beneficios que hubiese tenido en los materiales y mano de obra 
de la parte reducida ó suprimida. — Sin embargo, cuando semejantes varia­
ciones alteren el proyecto de manera que en el precio total resulte una dife­
rencia de la sexta parte en más ó en menos, el contratista podrá, si le aco­
moda, abandonar su contrata; pero sin derecho á ninguna indemnización.» 

« A R T . 4.° El contratista no podrá ceder el todo ó parte de su contrata, sin 
la aprobación competente; y si se llegase á descubrir que ha infringido esta 
disposición, habrá lugar á rescindir la contrata, en cuyo caso se procederá á 
nueva subasta á expensas del mismo contratista, quien además quedará res­
ponsable con su fianza á la indemnización de los daños y perjuicios que se 
irroguen al Estado.» 

« A R T . 5 .° En la época fijada en la contrata, el contratista dará principio 
á los trabajos; empleará en ellos constantemente el número suficiente de ope­
rarios, y ejecutará todas las obras, conformándose estrictamente á los pla­
nos, perfiles, trazados, instrucciones y órdenes que le diere el Ingeniero, por 
sí ó por medio de sus subalternos.—Al efecto se le facilitarán previamente 
copias de las contratas, de los planos y del presupuesto.» 

« A R T . 6.° Se conformará durante la construcción de las obras con las 
variaciones que le mande hacer por escrito el Ingeniero encargado de ins­
peccionarlas, el cual le formará la cuenta de todas ellas según las disposi­
ciones del art. 3 . ° ; pero no podrá el contratista, bajo ningún concepto, hacer 
por sí mismo la más ligera alteración en el proyecto ni en las condiciones 
facultativas.» 

« A R T . 7.° Dado caso de que por la rescisión de un contrato, se adjudique 
á otro cualquiera la continuación de las obras, si el contratista cesante qui­
siere quedarse con los materiales acopiados en virtud de orden del Ingeniero, 
y cuyo abono no se hubiese verificado, así como con sus herramientas y 
útiles, quedará obligado en el plazo que designe la contrata á desembarazar 
todos los almacenes, talleres y sitios donde se hallen acopiados al pié de las 
obras. Mas si por el contrario le conviniese ceder el todo ó una paMe de los 
objetos indicados, entonces el nuevo contratista deberá recibir dichos ma­
teriales al precio de la nueva contrata, formándose inventario contradicto­
riamente por ambos, bajo el concepto de que los materiales sean de buena 
calidad. Para el abono de herramientas y útiles se fijarán precios convencio­
nales, ó bien se procederá á la tasación de peritos.» 

« A R T . 8.° Guando en las condiciones facultativas no se señalen las can­
teras pertenecientes al Estado, el contratista las abrirá de su cuenta en los 
parages indicados en las mismas; pero deberá proceder el correspondiente 
aviso á los propietarios y á la tasación convencional ó de peritos, con arreglo 
á lo que dispongan las leyes sobre el particular, debiendo exhibir cuando 
fuese requerido, el convenio que con ellos hubiese celebrado. — Será asimis­
mo de su cuenta el pago de los daños y perjuicios causados por la abertura 
de canteras, la ocupación de los terrenos para colocar talleres y materiales, 
y la habilitación de caminos para el trasporte de los mismos. E l contratista 
no podrá retirar la fianza de que se habla en el art. 2 .° sino después de justificar 


